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Prólogo 



La presente obra constituye una pieza clave en la comprensión e interpretación de un conjunto de normas legales cuyo principal objetivo no es otro que evitar e impedir el uso del sistema financiero y de sus operadores en procesos de blanqueo de capitales o en esquemas de financiación del terrorismo. A ello se une la dificultad de comentar una normativa en permanente proceso de implementación y adaptación a los estándares internacionales, y caracterizada por una singular complejidad que se deriva no sólo de la heterogeneidad de los sujetos destinatarios, sino también de la continua redefinición del nivel de diligencia de los sujetos obligados en este nuevo contexto y de la creciente sofisticación de los procesos empleados en tales actividades delictivas, muy singularmente en el blanqueo de capitales.

Es sobradamente conocido que en la política criminal contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo la estrategia preventiva y, en particular, la eficiencia de los mecanismos de prevención representan un valioso complemento de la persecución penal de ambas actividades criminales. Desde esta perspectiva las propias instituciones bancarias y financieras, que fueron los primeros sujetos obligados por la normativa de prevención, han venido desempeñando un papel extraordinariamente importante mediante la asunción de unos códigos éticos de conducta, hoy convertidos en derecho positivo, destinados a garantizar la estabilidad del sistema y la cooperación para la erradicación de este criminal negocio. Han asumido que esta labor es responsabilidad de todos, y no sólo de los organismos e instituciones encargadas de la persecución de estos delitos, cuya función será ejercida con mayor o menor efectividad según cuáles sean el grado de colaboración y los mecanismos de prevención que adopten los operadores económicos y financieros.

La reciente Ley 10/2010, de 28 de abril, sobre prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, al incorporar las previsiones establecidas por la 3.ª Directiva 2005/60/CE, de 26 de octubre, supone un paso más en la modernización del sistema de prevención y en su adaptación a los compromisos internacionales, al tiempo que diseña un instrumento, el Fichero de Titularidades Financieras, cuya utilidad va a resultar incuestionable en el efectivo funcionamiento de la colaboración de los sujetos obligados con los órganos de investigación del Estado. El nuevo marco jurídico se completa con la reforma del Código Penal, aprobada por Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, con entrada en vigor a finales del presente año, que además de resolver algunas cuestiones esenciales para la eficacia del tipo penal del blanqueo, introduce por fin el delito específico de financiación del terrorismo, incluyendo la versión culposa consistente en el incumplimiento por imprudencia grave de las obligaciones legalmente establecidas que no permita detectar o impedir acciones de financiación del terrorismo.

Frente a quienes piensan que se corre el riesgo de cruzar algunas líneas rojas en la incriminación del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, críticas que se centran especialmente en la penalización de la modalidad imprudente, deben destacarse las externalidades positivas o efectos beneficiosos que despliega una política pública integral de lucha contra los fondos de origen criminal o que puedan ser utilizados para la ejecución de graves delitos. Es evidente que una política preventiva eficaz genera un claro efecto desincentivador de las acciones criminales productoras de dinero ilícito, y contribuye además a dotar de mayor estabilidad y solidez al sistema económico-financiero en su conjunto. De ahí que la comunidad internacional impulse cada vez con más decisión que la tipificación penal del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo, en sus diferentes variantes, deben contar con un adecuado marco administrativo capaz de implicar activamente a los sujetos obligados en la lucha contra estos fenómenos criminales y contra la rentabilidad del delito.

Pero también es preciso reconocer que las normas administrativas de prevención, que conllevan un inevitable coste para los sujetos obligados, deben aplicarse de forma eficiente. Esta tarea exige una interpretación adecuada del alcance de los preceptos legales mediante su adaptación al negocio y tráfico jurídico en el que interviene cada tipo de sujeto obligado, de modo tal que resulte operativa para éstos.

El rol de los denominados sujetos obligados varía sustancialmente en la nueva Ley, pues ya no son meros receptores pasivos de la prevención sino que se les dota de un papel activo indiscutible que permite precisamente evitar sobrecargas burocráticas, estimulando al tiempo el análisis de las vulnerabilidades a las que se expone la prestación de los servicios que caen bajo el ámbito de aplicación de la norma. Lo relevante ya no será tanto la aplicación mimética de reglas fijas que conducen en buena parte de los casos a una prevención defectuosa, sino la propia valoración del riesgo de que la actividad que se presta sea empleada en esquemas de blanqueo o de financiación del terrorismo. Lo importante no será tanto el proceso como el resultado de la actividad global de prevención del sujeto.

En síntesis, prevención y represión, norma administrativa y norma penal, como si de dos caras de la misma moneda se tratara, nunca han sido ámbitos contrapuestos sino complementarios, de suerte que una adecuada valoración de riesgos en la prestación de servicios por parte de los sujetos obligados asegura buenos resultados para el interés público que la sociedad encarna, en cuanto dificulta la legitimación de activos procedentes de las actividades criminales, al tiempo que les garantiza la ausencia de participación involuntaria en dichas actividades delictivas.

Únicamente me resta, por último, destacar el perfil profesional del autor de la obra, con quien he tenido el honor de compartir desde la función pública proyectos, ideas y responsabilidades en tan difícil tarea durante una buena parte de esta primera década del siglo XXI, en su caso por su privilegiada posición en la estructura administrativa de prevención del blanqueo de capitales, y hoy en el Órgano Centralizado de Prevención del Blanqueo del Notariado, y en el mío por el desempeño de responsabilidades judiciales en la lucha contra el narcotráfico y el terrorismo. Precisamente su destacada cualificación profesional y el detallado conocimiento de los problemas que se plantean a la hora de aplicar ese complejo sistema normativo de prevención, señas de identidad que no son sino el fruto de su dilatada experiencia, convierten esta obra en un texto de inexcusable consulta para entender el alcance, el contenido y el sentido de un conjunto de disposiciones legales que tienen una enorme trascendencia no sólo para el sistema económico-financiero sino también para el sistema de justicia penal.
Madrid a 30 de agosto de 2010Javier-Alberto ZARAGOZA AGUADO

Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional
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Artículo 1: Objeto, definiciones y ámbito de aplicación 




«1. La presente ley tiene por objeto la protección de la integridad del sistema financiero y de otros sectores de actividad económica mediante el establecimiento de obligaciones de prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del terrorismo.

2. A los efectos de la presente ley, se considerarán blanqueo de capitales las siguientes actividades:

a) La conversión o la transferencia de bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva, con el propósito de ocultar o encubrir el origen ilícito de los bienes o de ayudar a personas que estén implicadas a eludir las consecuencias jurídicas de sus actos.

b) La ocultación o el encubrimiento de la naturaleza, el origen, la localización, la disposición, el movimiento o la propiedad reales de bienes o derechos sobre bienes, a sabiendas de que dichos bienes proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

c) La adquisición, posesión o utilización de bienes, a sabiendas, en el momento de la recepción de los mismos, de que proceden de una actividad delictiva o de la participación en una actividad delictiva.

d) La participación en alguna de las actividades mencionadas en los párrafos anteriores, la asociación para cometer este tipo de actos, las tentativas de perpetrarlas y el hecho de ayudar, instigar o aconsejar a alguien para realizarlas o facilitar su ejecución.

Existirá blanqueo de capitales aun cuando las conductas descritas en los párrafos precedentes sean realizadas por la persona o personas que cometieron la actividad delictiva que haya generado los bienes.

A los efectos de esta ley se entenderá por bienes procedentes de una actividad delictiva todo tipo de activos cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito, tanto materiales como inmateriales, muebles o inmuebles, tangibles o intangibles, así como los documentos o instrumentos jurídicos con independencia de su forma, incluidas la electrónica o la digital, que acrediten la propiedad de dichos activos o un derecho sobre los mismos, con inclusión de la cuota defraudada en el caso de los delitos contra la Hacienda Pública.

Se considerará que hay blanqueo de capitales aun cuando las actividades que hayan generado los bienes se hubieran desarrollado en el territorio de otro Estado.

3. A los efectos de la presente ley, se entenderá por financiación del terrorismo el suministro, el depósito, la distribución o la recogida de fondos o bienes, por cualquier medio, de forma directa o indirecta, con la intención de utilizarlos o con el conocimiento de que serán utilizados, íntegramente o en parte, para la comisión de cualquiera de los delitos de terrorismo tipificados en el Código Penal.

Se considerará que existe financiación del terrorismo aun cuando el suministro o la recogida de fondos o bienes se hayan desarrollado en el territorio de otro Estado.

4. A los efectos de esta ley y sin perjuicio de lo establecido en la disposición adicional única se considerarán países terceros equivalentes aquellos Estados, territorios o jurisdicciones que, por establecer requisitos equivalentes a los de la legislación española, se determinen por la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias.

La calificación como país tercero equivalente de un Estado, territorio o jurisdicción se entenderá en todo caso sin efecto retroactivo.»



CONCORDANCIAS

• Art. 1 del Reglamento

• Recomendaciones 1 y 2 del GAFI

• Recomendación especial I del GAFI

• Convención de Viena de 1988 contra el tráfico ilícito de drogas y sustancias estupefacientes

• Convención de Naciones Unidas de 2000 contra la delincuencia organizada transnacional (Convención de Palermo)

COMENTARIOS

El precepto aparece estructurado en cuatro apartados. El primero hace referencia a la finalidad de la norma. El apartado 2 define qué ha de entenderse por blanqueo de capitales a los efectos de esta norma. El apartado 3 define la financiación del terrorismo, también en el ámbito de esta norma. Por último, el apartado 4 señala los criterios para establecer qué países han de considerarse terceros equivalentes en el sentido de determinar el ámbito de aplicación de algunos de los preceptos de la Ley.

I.  FINALIDAD DE LA LEY

El objetivo último o la misión perseguida por la ley es la protección de la integridad del sistema financiero y de otros sectores de la actividad económica. El apartado encierra un notable valor hermenéutico que requiere precisar en detalle el alcance de dicho objetivo.

El vocablo integridad hace referencia a la cualidad del íntegro  (1) , entendiendo por tal aquella persona que es recta, proba, intachable. En este caso, los adjetivos se predican no de una persona física sino del sistema financiero y de otros sectores de la actividad económica, de aquellos que se señalan específicamente en la ley a través de la inclusión de los agentes económicos que operan en los mismos, los tradicionalmente denominados sujetos obligados del art. 2.

No obstante, la ley no tiene por objeto proteger a esos sectores de cualquier forma de actividad que ponga en riesgo su integridad, sino tan sólo de dos de las actividades que por su relevancia y reprochabilidad social más afectan a este valor a proteger: el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo. Así, la percepción de integridad por el ciudadano del sistema financiero y de los otros sectores de actividad incluidos en el ámbito de aplicación de la ley se ve especialmente menoscabada por su utilización en esquemas y procesos de blanqueo de fondos y en la canalización de activos a organizaciones terroristas.

En consecuencia, no es sólo que desde la perspectiva de política criminal resulte especialmente conveniente adelantar la barrera de protección penal y establecer normas administrativas de naturaleza preventiva -como frecuentemente se señala- para combatir más eficazmente estas dos manifestaciones delictivas. Es que, además, la utilización del sector financiero y los otros sectores de actividad para estas finalidades producen una lesión grave a su integridad, siendo éste uno de los valores esenciales a proteger como establece este precepto.

Varias son las razones por las que estas dos actividades impactan negativamente en el valor integridad desde la perspectiva que la estamos considerando. La principal es quizá la que se asocia al concepto reputación de los sujetos obligados, especialmente valioso para los que actúan en el ámbito financiero y más específicamente aún para las entidades de crédito, para las cuales la percepción que sus clientes tienen de ellas constituyen un activo clave de especial valor, en la medida que incide en su imagen y marca, y relevancia, en cuanto que pueden impactar negativamente en su estrategia corporativa y comercial  (2) . Aunque no siempre en la misma escala, algo similar puede observarse en cada uno de los otros agentes que operan dentro de los demás sectores económicos a los que se aplica la ley, especialmente en aquellos que se encuentran sujetos en mayor medida a regulaciones administrativas.

La perspectiva de la reputación no termina en el sujeto obligado en sí mismo, sino que puede proyectarse al sistema en que éste opera. En un contexto de creciente actividad internacional y de mercados financieros cada vez más globales resulta bastante probable que la incidencia continuada en la reputación de algunos de los sujetos acabe considerándose también un riesgo del propio sistema, extendiéndose de forma difusa, pero real, al resto de las entidades que operan, sobre la premisa de que, al final, todas las entidades se encuentran sujeta al mismo marco regulatorio. Este riesgo justifica, de nuevo, la implantación de medidas y controles administrativos dirigidos a dotar al sistema de un marco regulatorio común en la protección de la integridad que evite el potencial contagio del riesgo.

Con todo, no es la pérdida de reputación la única circunstancia que incide negativamente sobre la integridad, como valor a proteger. La sujeción y el respeto a las mismas reglas de juego en un mercado es un principio que afecta igualmente a la integridad de los agentes y del propio sistema. Pues bien, las reglas propias de la competencia, en términos de igualdad de condiciones de partida, no se cumple por sociedades o agentes utilizados para blanquear fondos en la medida que la actividad que desarrollan, supuestamente en régimen de competencia, cuenta con recursos procedentes de actividades delictivas que les permiten competir de forma desigual y más ventajosa con los demás agentes que operan en ese mercado. La posición que tienen en la provisión de los mismos bienes o servicios perjudica notablemente al resto de los agentes económicos, que adolecen de una posición de partida desigual y pueden ser expulsados del mercado por quien tiene una estructura de costes y una financiación diferente.

El mismo efecto se produce no sólo en los mercados de bienes y servicios sino también en los de capitales, en los que los activos blanqueados producen una disfunción derivada de la asignación de recursos basada en factores ajenos al juego del binomio rentabilidad/riesgo que, en condiciones normales, determina tal asignación. La presencia del factor opacidad como guía de la asignación de recursos produce una distorsión más o menos relevante para en el resto de los agentes, a la que se une en los casos más graves la dificultad para articular adecuadamente la política económica, como consecuencia de la merma de la capacidad de las Autoridades para realizar previsiones económicas.

Como la actividad aislada de los Estados a la hora de imponer reglas comunes en la prevención de estas dos actividades resulta poco eficaz, la comunidad internacional va imponiendo cada vez con más fuerza unos estándares homogéneos en esta materia. Estos estándares sobre la integridad, dentro de los que está la eficacia de los controles implantados en la prevención del blanqueo y la financiación del terrorismo, acaban formando parte de los criterios internacionales de valoración de los sistemas económicos y, muy especialmente, de cada sistema financiero y son tenidos en cuenta a hora de calificar el riesgo de las entidades y del sistema y, consecuentemente, del precio de su carga de deuda, en particular. Esto, a su vez, constituye otro motivo adicional del que deriva la necesidad de una mayor incidencia de la regulación administrativa en la protección del valor integridad.

En definitiva, a los efectos beneficiosos que las medidas administrativas de prevención juegan desde la óptica de política criminal  (3) , se une la necesidad preservar y proteger la integridad del sistema financiero y el resto de sectores de la actividad económica, minorando los efectos negativos que sobre ellos despliegan el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo. Y éste es el objetivo último al que se orienta la imposición de las obligaciones previstas en el articulado de la ley sobre los sujetos destinatarios de la misma.

II.  CONCEPTO DE BLANQUEO

1.  Noción y proceso de blanqueo

Blanquear dinero no es otra cosa que tratar de dar apariencia de legitimidad a fondos que proceden de una actividad delictiva. La actividad del blanqueador consiste, en esencia, en generar procesos dirigidos a borrar el nexo de unión entre el delito y los activos que éste ha producido. El servicio del blanqueador consiste en proporcionar una apariencia de legitimidad a ganancias que nacen como consecuencia del delito, es decir, conseguir un nuevo rastro documental a activos procedentes del delito. Desde esta perspectiva, el blanqueo es el proceso o el conjunto de operaciones que tratan de proporcionar una explicación creíble y fundada a un hipotético cuestionamiento por parte de las Autoridades respecto del origen de un determinado activo. Cuando la respuesta resulta enteramente verosímil y suficiente para frenar o no iniciar una eventual acción pública contra los bienes por su vinculación con el delito, entonces los fondos estarán blanqueados. El objetivo es conseguir en último término que el delincuente pueda disfrutar de las ganancias obtenidas por la comisión del delito, impidiendo la aplicación de las normas de comiso que la mayoría de los ordenamientos jurídicos disponen para las ganancias producidas por el delito  (4) .

Naturalmente, la diferente concepción de la «flagrancia» en este tipo de delitos respecto de otros más tradicionales (5)  hace que los esfuerzos del blanqueador se dirijan esencialmente a promover la mayor lejanía posible en términos de lugar y de tiempo entre el hecho causante (o delito precedente) y los activos que constituyen su producto. Todo el proceso tiene como objetivo borrar cualquier evidencia que acabe vinculando el activo con el delito; y las evidencias en este tipo de delitos son esencialmente documentales.

La experiencia muestra que la eliminación del vínculo documental entre el delito y los activos generados (proceso de blanqueo) se acaba traduciendo en complejos y sucesivos cambios que afectan básicamente a tres elementos de los activos producidos por el delito: su ubicación, su naturaleza y su titularidad.

El blanqueador producirá cambios en la localización de los activos dirigidos a situarlos en aquellas jurisdicciones distintas del lugar de consumación del delito que por sus características  (6)  hagan complicada su búsqueda y eventual vinculación con el origen. De ahí que se halle condenada de antemano a la ineficiencia toda política pública que no se base en la acción conjunta entre Estados. Dicho de forma positiva, acordar mecanismos globales contra el blanqueo es condición necesaria para alcanzar un mínimo de eficiencia en su persecución. La parte débil de esta acción es, lógicamente, aquel grupo de jurisdicciones que tradicionalmente brindan un alto grado de opacidad a las inversiones  (7) .

Otro de los cambios en los activos es el que afecta a su naturaleza física o jurídica. En una buena parte de los casos, el punto de partida es el metálico, normalmente el billetes de baja o media denominación  (8) . A medida que el efectivo se cambie por activos mobiliarios o inmobiliarios y, especialmente, por activos financieros, se estará favoreciendo el alejamiento de esos activos de su vinculación con el origen ilícito. Las sucesivas modificaciones o conversiones de los activos lleva a la norma a integrar cada vez más sujetos obligados dentro del ámbito de la prevención, en una búsqueda por parte del legislador de extender las medidas de protección contra el blanqueo a todos los sectores que de una u otra forma acaban siendo utilizados por los blanqueadores en esas secuencias de mutación de los activos.

El tercer elemento afectado por el proceso de blanqueo es el de su titularidad. En este punto el blanqueador sitúa su acción en un punto medio entre dos extremos: (i) la proximidad inmediata y real al patrimonio de quien lo genera, que tiene la ventaja de su control directo, aunque el serio inconveniente del peligro que supone de levantar sospecha sobre su método de obtención, y (ii) el alejamiento formal máximo del delincuente, con la ventaja de levantar poca sospecha, aunque con el riesgo derivado de la pérdida de control y de la dependencia de terceros. Pues bien, el trade-off que generará el blanqueador entre estos intereses se dirigirá al uso de instrumentos corporativos, societarios o formas jurídicas  (9)  que alteren su propiedad formal, maximizando las ventajas de los dos extremos, esto es, mantener el mayor grado de control posible, implicando el menor número de personas ajenas. A partir de aquí, cuantas más modificaciones en la titularidad formal se produzcan con el menor impacto en el control, más se estará difuminando el vínculo de conexión entre el delincuente y sus activos.

Pues bien, la constatación de estas modificaciones en la titularidad ha llevado al regulador a diferenciar entre titularidad formal y titularidad real y a imponer obligaciones -no siempre fáciles de articular  (10) - dirigidas al control de esta última, allá donde pueda no coincidir con la formal.

El factor temporal constituye un cuarto elemento que incide horizontalmente sobre los tres anteriores y resulta igualmente determinante en el proceso de blanqueo. Así, permaneciendo constantes los demás factores, el transcurso de períodos dilatados dificulta las posibilidades de vinculación de los activos con la comisión del delito, no sólo por las limitaciones temporales a las que frecuentemente se sujetan la adopción de medidas cautelares o definitivas sobre los activos, sino por las posibilidades reales de mantener procesos de investigación abiertos en el ámbito internacional durante largos períodos. Este hecho lleva a que los ordenamientos jurídicos extiendan cada vez más la duración del cumplimiento de determinadas exigencias a los sujetos obligados. La conservación documental es un claro ejemplo de ello.

En definitiva, el blanqueo no es sino un proceso o conjunto de procesos conectados y dirigidos a producir modificaciones en los activos generados por el delito subyacente para borrar el nexo de unión entre aquéllos y éste.

2.  Identificación de variables relevantes en el proceso de blanqueo

Una aproximación conceptual al blanqueo no resulta demasiado relevante desde una perspectiva práctica si no viene acompañada de algún tipo de concreción de las circunstancias o factores de riesgo que favorecen el proceso, conforme a la experiencia de cada momento.

Esto ha llevado a la comunidad internacional a tratar de estudiar, más allá del concepto mismo, aquellos factores o variables que se aprecian en estos procesos de blanqueo. Esta estrategia pasa por coordinar y orientar la apreciación de los agentes implicados en la lucha contra el blanqueo a partir de un análisis global de las amenazas específicas a las que ha de hacerse frente y los factores que facilitan la materialización de las mismas  (11) , contribuyendo a facilitar el desenvolvimiento de los procesos de blanqueo. A partir de este análisis global, corresponderá a cada Estado, en segundo término, concretar y delimitar en su ámbito las variables relevantes que favorecen el blanqueo.

Este enfoque top-down facilita notablemente tanto el conocimiento como la debida apreciación de la relevancia de cada uno de los factores que inciden en los procesos de forma integrada, partiendo de un enfoque global que se desgrana dentro del contexto de cada Estado en función de las características geográficas específicas que presenten los procesos de blanqueo en este nivel. Esta aproximación aporta una gran utilidad para los sujetos obligados en la delimitación de su propio análisis de riesgos dentro de su negocio, permitiendo, al tiempo, un enfoque más coordinado y eficiente de la política pública.

3.  Dualidad de conceptos: penal y administrativo

Los ordenamientos jurídicos tratan de integrar las acciones propias del proceso de blanqueo dentro del concepto de blanqueo de capitales que, al estar de normalmente tipificado como delito, se define en la norma penal.

La mayoría de las normas administrativas de prevención realizan una pura remisión a la norma penal a la hora de determinar qué ha de entenderse por blanqueo de capitales. La unidad conceptual en estos casos aparece garantizada, sin el riesgo de hallar inconsistencias o disparidad en el tratamiento de determinados tipos de conductas entre ambos conceptos. En otros casos, como el nuestro, la norma administrativa introduce su propio concepto de blanqueo, cerrando y dando coherencia interna y sentido completo a la norma y las obligaciones que impone, especialmente a aquellas que se vinculan más directamente con la esencia del concepto  (12) .

Las eventuales discrepancias entre el concepto penal y el preventivo podrían introducir, no obstante, una cierta disfunción a la hora de enlazar el cumplimiento de los deberes de diligencia impuestos por la norma administrativa con la eventual exigibilidad de responsabilidad penal a un sujeto obligado por blanqueo imprudente  (13) . Tampoco resultaría fácil de mantener una situación en la que la norma penal que define el blanqueo fuera más amplia que la administrativa, algo que no parece enteramente compatible con el principio de intervención mínima del derecho penal  (14) . En todo caso, la dualidad de conceptos mantiene abiertos estos riesgos en una materia tradicionalmente presidida por cambios legislativos frecuentes.

4.  Elementos del concepto de blanqueo

La definición de blanqueo incluida en el apartado 2 de este precepto resulta más amplia que la prevista en el Código Penal, lo que minimiza en buena medida, al menos ahora, el problema antes indicado.

Varios son los elementos cuyo alcance ha de precisarse para poder definir con exactitud qué ha de entenderse por blanqueo a los efectos de esta ley. Esos elementos son: (i) las acciones incluidas en el concepto de blanqueo, (ii) los delitos o actividades subyacentes a la actividad de blanqueo y, unida a esta cuestión, (iii) la relativa a los bienes que pueden ser objeto de blanqueo, (iv) el origen de los bienes en el delito, y (v) los aspectos relativos al conocimiento de la ilicitud y la comisión imprudente del delito.

• Acciones incluidas

Las acciones típicas reflejadas en las cuatro letras del apartado 2 tratan de incluir los procesos propios del blanqueo a los que antes se ha hecho referencia, tanto desde la posición de quien insta el proceso de modificación en los activos como desde la de quien recibe tales activos, como contraparte.

Así, las acciones típicas descritas incluyen, en primer lugar, las de promover o instar el proceso. Las modalidades recogidas son las de convertir o transferir bienes  (15) , así como las de ocultar o encubrir la naturaleza, el origen, la localización, la disposición, el movimiento o la propiedad real  (16) , siempre que quien las realice conozca que proceden de la comisión o de la participación en una actividad delictiva.

Las acciones típicas no se agotan en quien insta el proceso, sino que incluyen, en segundo lugar, las realizadas por quien recibe los activos, conociendo que provienen de la comisión o de la participación en una actividad delictiva. En esta modalidad las acciones reflejadas en el precepto son las de adquirir, poseer o utilizar bienes  (17) .

El precepto añade, en tercer lugar, una serie de actividades complementarias que también se califican de blanqueo  (18) , tales como la participación en las acciones antes indicadas, la asociación para cometerlas, la tentativa de ejecución, o el hecho de ayudar, instigar o aconsejar a alguien la realización de las actividades indicadas previamente o facilitar la ejecución de las mismas.

El conjunto de acciones descritas excede con mucho la mera realización material de los cambios o modificaciones propios de los esquemas de blanqueo, tal y como antes se han definido, extendiéndose también a la mera tenencia o posesión que, unida al conocimiento de su procedencia, constituye igualmente una de las actividades calificadas como blanqueo. Será complicado que pueda concluirse en el futuro que la normativa española deja fuera algún tipo de supuesto deducido de las normas internacionales  (19) .

Desde una consideración material del blanqueo como proceso, ha de tenerse en cuenta que una de sus premisas es la integración de los fondos en el tráfico jurídico o en la economía regular, de modo tal que se consiga dotar de una cierta apariencia de regularidad o licitud a los activos respecto de su origen. Esta integración es lo que venía diferenciando materialmente al blanqueo de la mera acción de ocultar o esconder los fondos procedentes del delito, sobre la premisa de que en este último caso no se encuentra presente la complejidad propia de las sucesivas transformaciones que ocurren en esquemas de blanqueo. Y esto llevó precisamente a establecer una tipificación específica de esta clase de conductas.

La extensión con la que se formula el precepto genera la sensación inicial de una especie de contagio generalizado a toda aquella persona que tenga contacto, prácticamente de cualquier tipo, con activos sobre los que conozca su origen delictivo. La tendencia a la objetivación respecto de cómo se adquiere el conocimiento del origen, junto con la progresiva consolidación de la forma comisiva imprudente, dotan al precepto de una capacidad incriminatoria extraordinaria. De ahí que no resulte ilógico el recelo doctrinal sobre el carácter expansivo del concepto.

En todo caso, la concreción de los distintos elementos presentes en las conductas típicas, junto con la aplicación jurisprudencial de los actos neutros o los comportamientos socialmente admitidos, en particular, imponen en la práctica límites conceptuales a la fuerza expansiva que emana de la literalidad del precepto.

• Delitos subyacentes

El concepto de blanqueo no se agota con considerar qué acciones típicas lo integran. Es necesario precisar también qué actividades pueden generar o producir activos que son objeto de blanqueo o, lo que es equivalente, qué actividades pueden ser subyacentes o precedentes al blanqueo.

La evolución de las normas viene presidida por una clara extensión de las actividades subyacentes. La punición del blanqueo  (20)  se asocia inicialmente al combate al narcotráfico, delito cuya relevancia  (21)  lo hace merecedor de nuevos y más eficaces instrumentos y técnicas de lucha en el ámbito jurídico, a partir del convencimiento que empieza a extenderse desde los años 80 de la imposibilidad de alcanzar un mínimo de eficiencia con el uso de herramientas convencionales. En el diseño de las primeras normas de algunos países como el nuestro ya se vio desde el comienzo la conveniencia de aplicar estos nuevos instrumentos, todavía excepcionales, a otros delitos como el terrorismo o la delincuencia organizada  (22) .

Ya en ese momento se veía con bastante claridad lo que acabó ocurriendo: la progresiva extensión de lo que nació siendo excepcional a más actividades delictivas. En efecto, el régimen se extendió a todo delito grave  (23)  o a cualquier delito castigado con pena de prisión superior a tres años  (24) .

Posteriormente, la redacción del tipo penal se amplía para cubrir a los activos procedentes de todo tipo de delitos, dejando fuera únicamente los producidos por faltas, a partir del acuerdo en el seno de la Unión Europea de incluir a estos efectos todo delito castigado con pena de prisión superior a un año.

Pues bien, aunque la redacción de la nueva Ley parece sustituir la referencia al delito por actividad delictiva, lo cierto es que se mantiene el requisito de que la actividad subyacente sea un delito y no una falta, algo que se deja claro en el tercer párrafo del apartado 2, que equipara bienes procedentes de una actividad delictiva a bienes procedentes de un delito.

En definitiva, a pesar de la constante tendencia a la ampliación de las actividades subyacentes que se observa en la evolución del tratamiento del blanqueo, por el momento se excluyen tanto las faltas como la generación de activos por la realización de actividades contrarias al ordenamiento jurídico que no constituyen ilícitos penales. La vulneración de normas administrativas, por cuantiosos que sean los activos que pueda producir  (25) , no constituye blanqueo de capitales.

• Concepto de bien

Íntimamente conectada con la cuestión anterior, otra precisión a realizar sobre el concepto de blanqueo se refiere a qué ha de entenderse por bien o activo. Desde esta perspectiva, la concreción no deriva tanto del tipo de delito, sino de la naturaleza del activo producido. No parece que ofrezca duda que la existencia de blanqueo requiere la presencia previa de algún tipo de bien o activo procedente del delito. Sin un activo, nada puede blanquearse.

La expresión bien aparece formulada con una gran amplitud, incluyendo todo tipo de activo, cualquiera que sea su naturaleza o la forma en que se materialice. Además, el precepto otorga esta consideración a los documentos o instrumentos jurídicos que acrediten la propiedad de los activos, lo que sin duda contribuirá en la práctica a dificultar la transmisión de dichos bienes, al poderse adoptar medidas cautelares también sobre los mismos.

Pese a su amplitud, se suscita la duda de si todo tipo de beneficio cuantificable económicamente puede considerarse o no activo a estos efectos. La conclusión que se alcance en este punto es relevante, en cuanto que la mayor o menor amplitud del concepto de activo determina que ciertos tipos de delitos que no generan directamente dinero puedan ser considerados o no subyacentes o precedentes al blanqueo.

No hay duda de que el precepto pretende ir más allá del dinero o del efectivo producido por delitos como el narcotráfico. El empleo de la expresión activo y la referencia expresa a las diversas formas en que puede presentarse avalan la inclusión de otros tipos de productos del delito distintos del efectivo. Delitos relacionados con la corrupción, por ejemplo, producen frecuentemente activos inmobiliarios o hacen nacer derechos de aprovechamiento urbanístico en el patrimonio de quienes los cometen o participan en ellos. Las posibilidades de materialización del producto del delito son tan numerosas como alcance la imaginación. Lo que sí se da en todos los casos -y constituye un límite cuando no se da- es que el delito ha de generar un crecimiento real en la esfera patrimonial controlada por el delincuente. El alcance de la expresión activo ha de entenderse pues en un sentido económico o contable, integrando todo tipo de derecho (26)  de naturaleza económica producido por el delito. El activo ha de ser, no obstante, real y actual, aun cuando su efectividad o las posibilidades de realización o conversión en dinero sean futuras. En sentido contrario, no tendrá la consideración de activo una ventaja patrimonial futura de carácter potencial, que pueda no ser cierta. No habrá en este caso un activo real y cierto. No importa, en consecuencia, que el activo sea tangible o intangible, material o inmaterial -tal y como establece el tercer párrafo del apartado comentado- pero sí ha de ser real y cierto. Las simples promesas o expectativas de crecimiento patrimonial no parece que puedan considerarse activos a estos efectos, aun cuando pudieran constituir incentivo suficiente en algunas personas para la comisión de un delito.

En consecuencia, el bien procedente de una actividad delictiva ha de ser un activo cierto y actual. En ausencia de un activo en el sentido comentado no parece que pueda hablarse de blanqueo  (27) . Ahora bien, se plantea también la duda de si este activo ha de nacer ex novo en el patrimonio controlado por el delincuente o si, por el contrario, también puede consistir en una minoración de sus cargas u obligaciones. Desde un punto de vista material y económico resulta equivalente que el delito produzca una rebaja de las obligaciones por una cantidad N o que genere un activo por valor de N. En ambos casos el importe del incremento en la esfera patrimonial es el mismo. Esta duda que se planteaba con cierta frecuencia es solucionada por la redacción actual del precepto. En efecto, al considerar la cuota tributaria defraudada como bien o activo procedente del delito la ley opta por entender que el producto del delito objeto de blanqueo puede materializarse tanto en un nuevo activo como en la minoración de las obligaciones existentes  (28) .

De esta opción legal pueden derivar importantes consecuencias en la medida que muchas actividades tipificadas como delito no producen directamente dinero ni nuevos activos, aunque sí tienen un importante impacto positivo en la esfera patrimonial de quien los produce disminuyendo el importe de las obligaciones a las que, sin la comisión del delito, habría de hacer frente el obligado por la norma  (29) .

• Procedencia del delito

Para que exista blanqueo, el bien o activo debe tener su origen en un delito. No es preciso que el activo sea un producto que de forma natural emana de la comisión del delito, como ocurre con el producto de la comercialización de psicotrópicos o sustancias prohibidas, dado que hay delitos cuya comisión no produce necesaria e inmediatamente activos. La rentabilidad derivada directamente de la comercialización no está presente en ellos, aunque indudablemente su comisión puede producir activos. Cualquiera que sea la forma en la que el delito origina el activo, lo que siempre ha de darse es un nexo causal entre el delito y el activo, de manera que el activo arranque necesaria y exclusivamente del delito, ya sea de su comisión o de la participación en el mismo. La autoría o cualquier forma de participación en el delito habrán de generar el activo objeto de blanqueo. Allá donde el delito no origine necesariamente algún activo no podrá hablarse de blanqueo, respecto de ese delito. El delito de asociación para delinquir, por ejemplo, no parece que tenga que originar por sí mismo activos, por lo que será difícil encontrar un nexo causal entre este delito y los activos manejados por la asociación (30) .

Por otra parte, si el activo ya existiera dentro del patrimonio controlado por el delincuente de forma previa a la comisión o a la participación en el delito, tampoco podría justificarse que su origen arranca del delito. Las teorías que explican la causalidad y su interrupción resultan parcialmente extrapolables a este punto.

El precepto se refiere a todo tipo de activo cuya adquisición o posesión tenga su origen en un delito. No se precisa si el origen en el delito ha de ser mediato o inmediato  (31) , es decir, si se incluyen entre los activos sus sucesivas transformaciones.

No hay duda de que los convenios internacionales  (32)  y los ordenamientos jurídicos extienden las medidas de incautación o decomiso a las sucesivas transformaciones de los productos del delito  (33) , aunque la cuestión aquí es si la adquisición de bienes sabiendo que proceden de sucesivas conversiones del producto del delito constituye o no blanqueo. Si en la cadena de conversiones del bien alguien adquirió a título oneroso de buena fe, se rompe el nexo de unión del bien con el delito respecto de los posteriores adquirentes, aun cuando alguno de ellos tenga la seguridad de que el origen último de los fondos haya sido la comisión de un delito. Concurrirá en este caso el elemento de conocimiento ilícito del origen, pero no la acción típica en la medida que el bien adquirido no procede del delito, sino de la adquisición de un bien distinto del producto del delito a quien, además, es tercero de buena fe. La adquisición última no constituirá, por tanto, blanqueo  (34) .

La conclusión ofrece menos claridad, no obstante, en el caso de transferencias u operaciones sucesivas que hagan variar la naturaleza del producto del delito entre varias entidades de crédito. Si la persona que ordena la última transferencia o la compra de un producto financiero conoce que, a pesar sus transformaciones, el origen último de la cadena fue el delito, no está claro que las transformaciones previas, aun realizadas de buena fe por el personal de los bancos anteriores, eliminen su responsabilidad penal dolosa sobre la base de que la intervención se produce sobre un bien que no es el producto inmediato del delito. La diferencia con el caso anterior puede que descanse únicamente en un cierto plus de responsabilidad indebidamente deducido para este caso de las obligaciones de diligencia que pesan sobre un sujeto obligado como un banco  (35) .

• Conocimiento del origen

Las acciones típicas requieren el conocimiento de que el origen de los bienes se halla en la comisión o la participación en el delito. Sin embargo, este conocimiento de la existencia del delito puede inferirse de las circunstancias fácticas objetivas  (36) .

Como ocurre en la mayor parte de los países, nuestra Jurisprudencia viene acogiendo la denominada prueba indiciaria respecto del delito precedente y su conocimiento por quien realiza las acciones típicas  (37) .

• Comisión imprudente: paradoja de la explicitación de la diligencia

La norma penal española se suma a las del grupo de países que tipifican la comisión imprudente del delito de blanqueo de capitales, siguiendo las directrices de la comunidad internacional en este punto  (38) .

El art. 301.3 CP prevé expresamente la comisión negligente de este delito, estableciendo que debe tratarse de imprudencia grave, entendiendo la Jurisprudencia por tal aquella actividad típica que entraña un alto nivel de omisión de la diligencia debida, de forma inexcusable  (39) . La exigencia de gravedad en la conducta negligente constituye un requerimiento plenamente coherente con el principio de intervención mínima del derecho penal que lleva sancionar administrativamente aquellas desatenciones de las normas de diligencia que no sean graves.

Es preciso analizar dos cuestiones. La primera es quién puede ser sujeto activo de la modalidad comisiva imprudente, con la paradoja que se plantea a los sujetos obligados en relación con la explicitación de su diligencia. La segunda es qué obligaciones administrativas resultan más relevantes a efectos de integrar el tipo penal imprudente.

La primera cuestión que suscita la modalidad imprudente es que si puede ser cometida por toda persona o únicamente por aquellas que la ley califica como sujetos obligados en el art. 2. No se señala restricción alguna en el tipo penal imprudente respecto de quién puede ser sujeto activo, por lo que éste puede cometerse por cualquier persona. Sin embargo, existe norma expresa de diligencia aplicable a los sujetos obligados, algo que no ocurre en quienes no tienen esta condición. Aunque con alguna excepción  (40) , la Jurisprudencia se pronuncia mayoritariamente a favor de confirmar el blanqueo imprudente como delito común, que no se limita a los sujetos obligados, si bien reconoce la dificultad para fijar el nivel de cuidado objetivamente debido en ausencia de reglas expresas de diligencia. Se apunta como posible criterio en este último caso el estándar de actuación de una persona mínimamente cuidadosa que desarrolle la misma actividad en relación con operaciones comerciales extrañas, en el mismo tipo de negocio  (41) .

La dificultad para establecer el nivel de diligencia exigible no parece que deba sesgar la interpretación a favor de limitar la aplicación a los sujetos obligados. Pero no sólo eso. Dentro de los propios sujetos obligados debería evitarse también la paradoja consistente en que la profundización en la diligencia por parte de éstos les acabe penalizando. Esto ocurrirá cuando colectiva -o incluso individualmente- elaboren normas o directrices internas en las que expresamente se recojan supuestos de riesgo, acciones a desarrollar o reglas internas que adapten a sus particularidades operativas las normas  (42)  sobre prevención del blanqueo. La paradoja a la que se enfrenta el sujeto obligado consiste en que siendo exigentes, claros y precisos en la descripción y tratamiento de las situaciones de riesgo en su tipo de negocio se está facilitando al tiempo la imputación de responsabilidad penal por la falta de seguimiento de las directrices internas de las que el propio sujeto o su asociación de dotan. Ante tal riesgo, el comportamiento esperable del sujeto es a no plasmar por escrito tales directrices, o bien a interpretarlas de la forma más laxa y ambigua que permita la ley. Esta falta de claridad, consecuencia de un comportamiento lógico y previsible, contribuirá bastante poco a la eficacia en la prevención del blanqueo.

En la mayoría de los países del ámbito anglosajón en los que la autorregulación es más frecuente los efectos de esta paradoja se minoran sobre la interpretación judicial aceptada de que estas directrices o normas internas fruto de la autorregulación producen en el sujeto obligado un efecto exculpatorio si se acredita su cumplimiento, pero carecen de virtualidad acusatoria. Alguna solución similar debería arbitrarse para estos casos, si realmente se desea mejorar la efectividad de la diligencia aplicada por los sujetos obligados.

En realidad, la doctrina penal del riesgo permitido aplicable a la imputación imprudente conduce a un resultado parecido  (43) , basándose en que la existencia de una relación causal con el resultado no es suficiente para tal imputación. Es preciso, además, que la condición que el sujeto obligado aporta a la producción del resultado final exceda de riesgo que las normas o directrices reguladoras fijan para cada tipo de actividad, no siendo posible la imputación penal cuando el sujeto actúa acreditando que ha seguido tales directrices, aun cuando pueda figurarse que su intervención puede acabar concretándose en la producción futura de un delito.

Una segunda cuestión relativa a las normas administrativas en relación con la integración del tipo imprudente es el clarificar las obligaciones de cuyo incumplimiento puede derivarse responsabilidad penal. No parece coherente con el principio de intervención mínima del derecho penal asignar responsabilidad penal al incumplimiento, incluso grave, de todas las obligaciones previstas en las normas administrativas. De la ausencia de formación a los empleados, la conservación de los documentos de una determinada operación o de la carencia de política escrita de admisión de clientes no parece que pueda deducirse responsabilidad penal, por relevantes que sean estas actividades.

En otras obligaciones tales como la comunicación de operaciones con indicios o el incumplimiento de la prohibición de revelación el elemento clave radica en valorar cómo incide el incumplimiento concreto en el desarrollo de la acción típica, teniendo en cuenta que la norma penal parte de la premisa de que el incumplimiento ha de ser grave y que por tal se entiende el que entraña un alto nivel de omisión, inexcusable, de la diligencia debida. Esto lleva a excluir la desatención parcial de alguna de estas obligaciones, basadas en una gestión del riesgo deficiente y distinta del nivel óptimo.

En todo caso, será preciso valorar -antes de nada- si existe en sentido estricto contravención de la norma administrativa como consecuencia de la actividad del sujeto obligado, especialmente en este último tipo de obligaciones. Habrá de observarse qué criterios resultan válidos a la hora de acreditar el incumplimiento de normas administrativas de contenido abierto e inevitablemente plagadas de conceptos jurídicos indeterminados  (44)  y el papel de éstas como fundamento de la responsabilidad -no administrativa, sino penal- de un sujeto obligado.

Si se concluye con la presencia de un incumplimiento claro de la norma administrativa, han de diferenciarse dos aspectos en la valoración de su relevancia. Uno es cómo incide en la efectividad del cumplimiento global del sujeto obligado en la prevención del blanqueo; otro es cómo afecta el incumplimiento a la producción de la acción típica imprudente. Es en este segundo en el que ha de centrarse el análisis de la relevancia a estos efectos, ya que la valoración del primero corresponde, en su caso, al procedimiento administrativo sancionador.

A la hora de analizar cómo incide el incumplimiento administrativo en la causación del delito de blanqueo, no parece suficiente acreditar que el incumplimiento contribuye causalmente a la producción del blanqueo. Lo más frecuente será que existan otras muchas condiciones producidas por otros sujetos que también discurren en la relación causal. De ahí que sea preciso acudir a otros criterios adicionales en los que fundamentar la relevancia del incumplimiento sobre la producción del resultado delictivo imprudente, tales como el principio de confianza o los denominados actos neutrales  (45) .

III.  CONCEPTO DE FINANCIACIÓN DEL TERRORISMO

A diferencia de lo que ocurre la descripción de lo ha de entenderse por blanqueo, la financiación del terrorismo se define en el apartado 3 mediante una remisión parcial a lo que el Código Penal tipifica como terrorismo.

La acción que refleja el precepto consiste en cualquier forma de aportación de contenido económico por cualquier persona, ya sea con la intención de ser utilizados o con el conocimiento de que serán utilizados, íntegramente o en parte, en la comisión de alguno de los delitos de terrorismo tipificados en el Código Penal  (46) . Se señala expresamente que la forma de provisión de los fondos puede ser directa o indirecta y que puede producirse por cualquier medio.

Será, en su caso, la modificación de la norma penal la que haya de adaptar las Recomendaciones del GAFI en el último Informe de Evaluación Mutua de España para que los tipos penales se encuentren plenamente en línea con los estándares internacionales  (47) .

La experiencia internacional en la concreción de tipologías sobre financiación resulta menos abundante que la elaborada en el ámbito del blanqueo de capitales, debido en parte a reacción unánime más tardía de la comunidad internacional respecto del terrorismo. En todo caso, resultan de especial interés para los sujetos obligados en la prevención de la financiación del terrorismo los documentos del GAFI en esta materia  (48) .

IV.  PAÍS TERCERO EQUIVALENTE

Dado el carácter internacional de la prevención del blanqueo, resulta cada vez más relevante la valoración que las normas realicen de los regímenes previstos en los demás países al objeto de diferenciar los efectos jurídicos que se asocian al cumplimiento de determinadas obligaciones por los sujetos obligados.

En el ámbito de la Unión Europea, se produce un tratamiento común respecto de qué países no deben tener la condición de terceros equivalentes. La aplicación práctica del nivel de diligencia por parte de nuestros sujetos obligados respecto de entidades situadas en dichas jurisdicciones variará, respecto de aquellas otras ubicadas en otras que no tienen tal condición. La disposición adicional de la ley enumera los preceptos cuyo cumplimiento está afectado por la condición de país tercero equivalente.

La decisión de qué países tienen esta condición corresponde a la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias. No obstante, la Comisión Europea dispone de la potestad de establecer que un determinado país no tiene tal condición  (49) , decisión ésta con efectos en todos los Estados miembros.

El precepto dispone expresamente que el cambio de la condición de país tercero equivalente no desplegará efectos retroactivos. La eficacia se iniciará, por tanto, desde el momento en que se de publicidad formal a la decisión, ya sea de la decisión de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales o de la Comisión Europea.

Las variaciones generadas en la condición de país tercero equivalente se facilitan a los sujetos obligados a través del mantenimiento de una lista de los países, jurisdicciones o territorios en la página web de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera  (50) . En todo caso, el hecho de que la lista publicada deba ser actualizada, tal y como establece la disposición adicional, no parece que sea irrelevante a efectos de publicidad formal.






	 (1) 

	Diccionario de la Real Academia Española.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	El impacto negativo no es, lógicamente, igual para todas las entidades. Variables como el tamaño, la presencia internacional, sus estrategias de expansión o los procesos de consolidación de valor a través de los más variados mecanismos resultan relevantes si se desea medir el impacto real del efecto reputacional sobre una entidad de crédito.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	Es un hecho contrastado que la eficacia de las medidas de prevención del blanqueo guarda una relación directa con el nivel de criminalidad asociada a la generación de grandes sumas de beneficios. Así, cuanta mayor sea la dificultad para blanquear los fondos derivados de actividades delictivas, más se estará desincentivando la comisión de tales delitos, y viceversa.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	En este sentido, merece la pena apuntar que el blanqueo de capitales y el comiso de bienes comparten la misma finalidad: privar, dificultar o impedir que el delincuente pueda disfrutar de los bienes ilícitamente obtenidos. Esta coincidencia en la finalidad debería suscitar quizá la reflexión de si resulta más efectivo ampliar el alcance y extensión del delito de blanqueo o la operatividad práctica del comiso. Aunque el blanqueo se dirija a la persona que realiza los procesos y el comiso se proyecte sobre los bienes procedentes del mismo y sus transformaciones, el objetivo perseguido por ambas figuras no es diferente.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	En ellos no se aprecian de modo directo sangre, huellas, instrumentos, etcétera.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Alto nivel de protección del secreto bancario, poca transparencia respecto a la publicidad de los activos, poca bancarización y alto nivel de informalidad en la documentación de las transacciones, bajo nivel de cooperación jurídica internacional, entre otras muchas características.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	Atraídas en muchas ocasiones por su bajo nivel de tributación, aunque en otras por una ávida búsqueda de anonimato e imposibilidad de localizar la titularidad real de los activos. La experiencia muestra que, cuando la optimización fiscal se lleva al extremo y se convierte en pura ocultación, la necesidad de anonimato desencadena procesos análogos e imposibles de diferenciar en la práctica del blanqueo de fondos de procedencia ilícita. Todo ello, claro está, con independencia y sin entrar a valorar si los fondos que constituyen la cuota de un posible delito fiscal, tras su consumación, van a ser objeto o no de un proceso de blanqueo para conseguir esa apariencia de legitimidad y ser disfrutados por quien los generó.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	La experiencia práctica ofrece una contrastada conexión entre el efectivo y el producto inicial del delito. En el caso del narcotráfico, la acumulación de billetes de baja y media denominación produce inevitablemente el primer problema a solucionar en el proceso de blanqueo y convierte en atractivos, en la medida que solventa parcialmente este problema, a los billetes de alta denominación. Todo ello con independencia de que existan otros muchos factores que incidan igualmente sobre el atractivo de los billetes de alta denominación.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	La publicación Behind the corporate veil (OCDE, 2001) constituye un buen punto de partida para el estudio sobre las formas de anonimato que se frecuentemente se consiguen con el uso de determinadas formas o estructuras jurídicas.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Dado que la mayoría de las veces se trata de observaciones fácticas, las conclusiones se moverán con mucha frecuencia en el ámbito de las sospechas.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	Ver Global Money Laundering and Terrorism Financing Thread Assessment del GAFI. Octubre, 2010.


	 Ver Texto 




	 (12) 

	Obligación de comunicar por indicios de blanqueo (art. 18), o examen especial de operaciones relacionadas con el blanqueo (art. 17), o abstención de operaciones (art. 19).


	 Ver Texto 




	 (13) 

	No está claro que pudiera exigirse responsabilidad penal por blanqueo imprudente, por ejemplo, a un sujeto obligado que realizase una conducta incluida en el concepto penal de blanqueo y no en el administrativo, incluso aunque hubiese incumplido gravemente las obligaciones administrativas de diligencia previstas en la ley.


	 Ver Texto 




	 (14) 

	Algo nada extraño en nuestra experiencia, como ocurría con la Ley 19/1993 que limitaba el concepto de blanqueo en su art. 1.1 al producido por delitos castigados con pena de prisión superior a tres años, en tanto que el concepto penal lo extendía a todo delito.


	 Ver Texto 




	 (15) 

	Letra a) de este apartado.


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Letra b) de este apartado.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	Letra c) de este apartado.


	 Ver Texto 




	 (18) 

	Letra d) de este apartado. Más que de actividades de blanqueo, esta letra incluye formas de participación en el delito y grados de ejecución, en el ánimo de que los sujetos obligados deban extender su diligencia en el cumplimiento de sus deberes a toda conducta relacionada con lo que constituye blanqueo en sentido estricto.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	Como la última evaluación del GAFI (23 de junio de 2006) pone de relieve en los parágrafos 87 a 89 del Informe (http://www.fatf-gafi.org/dataoecd/52/3/37172019.pdf).


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Tanto la tipificación penal de las conductas como la imposición de obligaciones administrativas para su prevención.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Medida no sólo en términos de capacidad de generación de sumas inigualables de beneficios, sino también de lesividad social y de complejidad de erradicación.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Ver redacción inicial del art. 1 de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, en la que el concepto de blanqueo se limitaba únicamente a los activos procedentes de estos tres tipos de delitos: narcotráfico, delincuencia organizada y terrorismo.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	Redacción anterior del art. 301.1 del Código Penal.


	 Ver Texto 




	 (24) 

	Modificación de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, por la Ley 19/2003, de 4 de julio.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Dentro de esta categoría aparecen incluidos, por ejemplo, todos los posibles incumplimientos de las normas de urbanismo u ordenación del territorio que no sean constitutivas de delito, o los aprovechamientos de bienes demaniales, autorizaciones administrativas, etc. Son muchas las reflexiones que suscitará la posibilidad de extender -lege ferenda- el concepto de blanqueo a estas situaciones. Entre otras muchas cuestiones, sería necesario precisar si el fraude de ley o la simulación también habrían de considerarse incumplimientos.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Derechos o activos que no son tales, ya que ningún derecho puede nacer en sentido técnico por actos contrarios a la ley.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	Esta necesidad de contar con un bien o activo real y cierto hace que no puedan considerarse como subyacentes delitos que no producen este tipo de activos. No parece, sin embargo, que pueda elaborarse únicamente sobre esta base una lista exhaustiva de posibles delitos subyacentes, dado que existen delitos que pueden producir o no activos. Podrán ser subyacentes cuando los produzcan.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	Hasta este momento la mayoría de los autores venían siendo favorable a considerar como subyacente el delito fiscal consistente en la obtención de subvenciones indebidas (308 o 309 CP), aunque se mostraban normalmente contrarios a admitir como subyacente al delito fiscal consistente en la elusión tributaria en los términos del 305 CP. Las razones esgrimidas eran, de un lado, que el los activos no procedían del delito, sino que habían sido lícitamente obtenidos por el defraudador que cometía delito fiscal y, de otro, que esos derechos ya existían en el patrimonio de quien los generó previamente, pesando sobre ellos determinadas obligaciones tributarias que eran incumplidas. En el caso de elusión tributaria, la cuota, considerada ahora como activo procedente del delito, no supone el nacimiento de un nuevo activo sino una minoración de las obligaciones como consecuencia de la actividad defraudatoria.


	 Ver Texto 




	 (29) 

	Piénsese, por ejemplo, en delitos contra el medio ambiente o contra el patrimonio histórico.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Los activos pueden proceder, por ejemplo, de la comisión de alguna forma de estafa o de extorsión por parte de esa asociación, en cuyo caso el delito subyacente o antecedente que origina los bienes a blanquear sería alguno de los anteriores y no el de asociación para delinquir. En definitiva, no parece que la causalidad pueda predicarse de la asociación sino de las actividades ilegales de obtención.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	Aun cuando la interpretación penal deba ser necesariamente estricta.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	Art. 12.3, 4 y 5 de la Convención de Palermo, entre otros.


	 Ver Texto 




	 (33) 

	Con el límite claro de la adquisición a título oneroso por tercero de buena fe (art. 12.8 de la Convención de Palermo).


	 Ver Texto 




	 (34) 

	En un caso similar el TS entiende que la conducta no es punible, no sobre esta base sino aplicando la teoría de los actos neutrales (STS 1.2.07).


	 Ver Texto 




	 (35) 

	Y la extensión es indebida porque en el caso no se está contemplando un comportamiento imprudente sino doloso.


	 Ver Texto 




	 (36) 

	No sólo el conocimiento, en realidad, sino también la intencionalidad o el propósito, tal y como establece el art. 5.2 de la Convención de Palermo.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	SSTS 23.5.97, 15.4.98, 28.12.99, 10.1.00, 31.3.00, 9.5.01, 26.6.01, 28.7.01, o 18.12.01.


	 Ver Texto 




	 (38) 

	En particular, el Convenio de Estrasburgo relativo al blanqueo, seguimiento, embargo y decomiso de bienes producto del delito (art. 6.3). En el ámbito de la Unión Europea, el Plan de Acción Común contra la delincuencia organizada de junio de 1997, aprobado por el Consejo Europeo de Amsterdam, que recomienda la criminalización del blanqueo negligente.


	 Ver Texto 




	 (39) 

	STS 14.9.05.


	 Ver Texto 




	 (40) 

	STS 17.6.05.


	 Ver Texto 




	 (41) 

	STS 14.9.05. En realidad, la discrepancia se planteaba en relación con personas que son utilizadas para transportar altas sumas de efectivo sin declarar. La ley las incluye ahora como uno más dentro de la relación de sujetos obligados (art. 2.1.v).


	 Ver Texto 




	 (42) 

	Necesariamente genéricas y faltas de concreción, dado que se dirigen con carácter general para sujetos que desarrollan actividades tan heterogéneas como las integradas en el art. 2.


	 Ver Texto 




	 (43) 

	STS 5.10.06.


	 Ver Texto 




	 (44) 

	«Indicio o certeza de estar relacionado con el blanqueo de capitales o la financiación del terrorismo» (art. 18: comunicación por indicio); «cuando dicha abstención no sea posible o pueda dificultar la investigación» (art. 19: abstención de ejecución).


	 Ver Texto 




	 (45) 

	STS 1.2.07.


	 Ver Texto 




	 (46) 

	Arts. 571 y ss CP.


	 Ver Texto 




	 (47) 

	Evaluación del GAFI (23 de junio de 2006). Parágrafos 120 a 125 y 128 del Informe. (http://www.fatf-gafi.org/dataoecd/52/3/37172019.pdf).


	 Ver Texto 




	 (48) 

	Se han subrayado las diferencias conceptuales entre ambos tipos de procesos, basadas esencialmente en que el proceso de blanqueo se dirige a aportar apariencia de legalidad a activos ilícitos en su origen, en tanto que en la financiación del terrorismo la finalidad es su aportación a un grupo u organización terrorista. Los bienes en este último proceso pueden ser lícitos o ilícitos, siendo la finalidad (no el origen de los activos) en el cualifica el proceso. Pese a ello, el GAFI ofrece numerosas tipologías en las que la realización práctica de ambos procesos presentan una similitud operativa considerable o en las que concurren (http://www.fatf-gafi.org/dataoecd/28/43/40285899.pdf).


	 Ver Texto 




	 (49) 

	Art. 40.4 de la III Directiva.


	 Ver Texto 




	 (50) 

	En la actualidad: http://www.tesoro.es/sp/expcam/PrevencionBlanqueo.asp. Ver Resolución de 10 de septiembre de 2008 de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera (BOE 2.10.08).


	 Ver Texto 








Artículo 2: Sujetos obligados 




«1. La presente ley será de aplicación a los siguientes sujetos obligados:

a) Las entidades de crédito.

b) Las entidades aseguradoras autorizadas para operar en el ramo de vida y los corredores de seguros cuando actúen en relación con seguros de vida u otros servicios relacionados con inversiones, con las excepciones que se establezcan reglamentariamente.

c) Las empresas de servicios de inversión.

d) Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva y las sociedades de inversión colectiva cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.

e) Las entidades gestoras de fondos de pensiones.

f) Las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y las sociedades de capital-riesgo cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora.

g) Las sociedades de garantía recíproca.

h) Las entidades de pago.

i) Las personas que ejerzan profesionalmente actividades de cambio de moneda.

j) Los servicios postales respecto de las actividades de giro o transferencia.

k) Las personas dedicadas profesionalmente a la intermediación en la concesión de préstamos o créditos, así como las personas que, sin haber obtenido autorización como establecimientos financieros de crédito, desarrollen profesionalmente alguna de las actividades a que se refiere la disposición adicional primera de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se adapta la legislación española en materia de Entidades de Crédito a la Segunda Directiva de Coordinación Bancaria y se introducen otras modificaciones relativas al sistema financiero.

l) Los promotores inmobiliarios y quienes ejerzan profesionalmente, agencia, comisión o intermediación en la compraventa de bienes inmuebles.

m) Los auditores de cuentas, contables externos o asesores fiscales.

n) Los notarios y los registradores de la propiedad, mercantiles o de bienes muebles.

ñ) Los abogados, procuradores u otros profesionales independientes del Derecho cuando participen en la concepción, realización o asesoramiento de operaciones por cuenta de clientes relativas a la compraventa de bienes inmuebles o entidades comerciales, la gestión de fondos, valores u otros activos, la apertura o gestión de cuentas corrientes, cuentas de ahorros o cuentas de valores, la organización de las aportaciones necesarias para la creación, el funcionamiento o la gestión de empresas o la creación, el funcionamiento o la gestión de fideicomisos ("trusts"), sociedades o estructuras análogas, o cuando actúen por cuenta de clientes en cualquier operación financiera o inmobiliaria.

o) Las personas que con carácter profesional y con arreglo a la normativa específica que en cada caso sea aplicable presten los siguientes servicios a terceros: constituir sociedades u otras personas jurídicas; ejercer funciones de dirección o secretaría de una sociedad, socio de una asociación o funciones similares en relación con otras personas jurídicas o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; facilitar un domicilio social o una dirección comercial, postal, administrativa y otros servicios afines a una sociedad, una asociación o cualquier otra persona o instrumento jurídicos; ejercer funciones de fideicomisario en un fideicomiso ("trust") expreso o instrumento jurídico similar o disponer que otra persona ejerza dichas funciones; o ejercer funciones de accionista por cuenta de otra persona, exceptuando las sociedades que coticen en un mercado regulado y estén sujetas a requisitos de información conformes con el derecho comunitario o a normas internacionales equivalentes, o disponer que otra persona ejerza dichas funciones.

p) Los casinos de juego.

q) Las personas que comercien profesionalmente con joyas, piedras o metales preciosos.

r) Las personas que comercien profesionalmente con objetos de arte o antigüedades.

s) Las personas que ejerzan profesionalmente las actividades a que se refiere el art. 1 de la Ley 43/2007, de 13 de diciembre, de protección de los consumidores en la contratación de bienes con oferta de restitución del precio.

t) Las personas que ejerzan actividades de depósito, custodia o transporte profesional de fondos o medios de pago.

u) Las personas responsables de la gestión, explotación y comercialización de loterías u otros juegos de azar respecto de las operaciones de pago de premios.

v) Las personas físicas que realicen movimientos de medios de pago, en los términos establecidos en el art. 34.

w) Las personas que comercien profesionalmente con bienes, en los términos establecidos en el art. 38.

x) Las fundaciones y asociaciones, en los términos establecidos en el art. 38.

y) Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y productos financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o débito emitidas por otras entidades, en los términos establecidos en el art. 40.

Se entenderán sujetas a la presente ley las personas o entidades no residentes que, a través de sucursales o mediante prestación de servicios sin establecimiento permanente, desarrollen en España actividades de igual naturaleza a las de las personas o entidades citadas en los párrafos anteriores.

2. Tienen la consideración de sujetos obligados las personas físicas o jurídicas que desarrollen las actividades mencionadas en el apartado precedente. No obstante, cuando las personas físicas actúen en calidad de empleados de una persona jurídica, o le presten servicios permanentes o esporádicos, las obligaciones impuestas por esta ley recaerán sobre dicha persona jurídica respecto de los servicios prestados.

Los sujetos obligados quedarán, asimismo, sometidos a las obligaciones establecidas en la presente ley respecto de las operaciones realizadas a través de agentes u otras personas físicas o jurídicas que actúen como mediadores o intermediarios de aquéllos.

3. Reglamentariamente podrán excluirse aquellas personas físicas o jurídicas que realicen actividades financieras con carácter ocasional o de manera muy limitada cuando exista escaso riesgo de blanqueo de capitales o de financiación del terrorismo.

4. A los efectos de esta ley se considerarán entidades financieras los sujetos obligados mencionados en los párrafos a) a i), del apartado 1 de este artículo.»



CONCORDANCIAS

• Art. 2 del Reglamento

• Definición del Glosario de «institución financiera»

• Recomendación 12 del GAFI

• Art. 2 de la III Directiva

COMENTARIOS

I.  PROGRESIVA AMPLIACIÓN DEL ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN DE LAS MEDIDAS DE PREVENCIÓN: RAZONES

La evolución de las medidas de prevención del blanqueo corre en paralelo con su extensión progresiva a más sectores de actividad, abarcando cada vez más tipos de sujetos obligados.

La preocupación internacional por la prevención del blanqueo arranca vinculada a la actividad financiera a finales de los años 80  (1) . De hecho, el principal hito viene marcado por la Declaración de Principios de Basilea de 12 de diciembre de 1988, suscrita por los supervisores bancarios del G-10 y de Luxemburgo. Las medidas inicialmente diseñadas estaban pensadas para su aplicación por bancos y, a lo más, por otros intermediarios financieros no bancarios.

La premisa de partida es que el proceso de blanqueo requiere inevitablemente la utilización de bancos y entidades de crédito, especialmente porque la generación de los fondos del narcotráfico, como delito más conectado con el blanqueo, se iniciaba en países con un alto grado de bancarización  (2) . La introducción y el envío de la totalidad o parte de los fondos a los países de procedencia de la mercancía habían de realizarse de forma regular a través de sus sistemas financieros. Por otra parte, el estudio de los procesos de blanqueo pone de manifiesto que la vulnerabilidad de éste se presenta en su inicio, esto es, en la fase de colocación de los fondos dentro del sistema, lo que pasaba por la relación del blanqueador con bancos e intermediarios financieros.

A la necesidad de uso del sistema financiero en procesos de blanqueo se unía la idea del papel estratégico que el sector financiero juega en toda economía y la consiguiente sujeción a un elevado grado de regulación e intervención administrativa que, aunque concebida esencialmente para mantener su solvencia, no resultaba compatible con la constatación de su participación involuntaria en esquemas de blanqueo, por falta de aplicación de controles. Al mismo tiempo, esta constatación conllevaba una percepción de cierta falta de integridad y de estándares éticos de la entidad por parte de los clientes, con el consiguiente coste reputacional, directo para la entidad e indirecto para el sistema financiero y, en último término, para el poder público, como regulador.

A lo largo de la década de los años 90 varios hechos van poniendo de relieve la existencia de otros sectores de la actividad económica que, junto a la industria financiera, son igualmente vulnerables al blanqueo de capitales. Así, en primer lugar, se avanza en la identificación de más esquemas o patrones de blanqueo de los que inicialmente se pensaba, una parte importante de los cuáles se desenvuelve fuera del control de los intermediarios financieros  (3) . En segundo lugar, la extensión geográfica de las medidas alcanza a países en los que el grado de penetración de las entidades financieras respecto de las transacciones globales es bajo  (4) . En ellos, la eficiencia de la política de prevención del blanqueo está severamente condicionada por su capacidad de aplicación de las medidas anti-blanqueo fuera del propio sistema financiero. En tercer lugar, la abolición progresiva de los regímenes de control de cambios favorece la movilidad internacional de sumas cada vez mayores de fondos, respecto de las cuáles las posibilidades de control de los intermediarios financieros se reducen sustancialmente, especialmente en el caso de cadenas de intermediación en diversos países. En cuarto lugar, la progresiva implantación de controles por parte de instituciones de crédito en el nivel doméstico incentiva la utilización de otros sectores en los esquemas de blanqueo. En ellos los blanqueadores aprovechan aquellas actividades con uso intensivo de metálico o aquellos mercados en los que el crecimiento de precios, la dificultad para su fijación o la complejidad de los esquemas de pago difuminan el nexo de unión entre los activos producidos y la actividad delictiva que los generó. Por último, se aprecia de una forma cada vez más evidente que los controles sobre los flujos de los fondos una vez dentro del sistema financiero obedecen a esquemas preconcebidos y planificados en los que los servicios de profesionales y otras sociedades intermediarias son utilizados sistemáticamente de forma previa a la incorporación de los fondos al sistema financiero. En estas actividades previas, situadas en el ámbito de la economía real, se contiene información clave que permite entender (o descartar) la lógica subyacente a las transacciones financieras posteriores  (5) .

Como consecuencia de lo anterior, va consolidándose en esta década una mejor comprensión del blanqueo desde una perspectiva operativa global y con ella una visión menos difusa de las situaciones de riesgo en las que los agentes económicos (y no sólo los bancos) pueden ser utilizados de una u otra forma en procesos de blanqueo. El papel que bancos y entidades financieras deben jugar en la prevención del blanqueo no se altera, sino que se incorporan nuevas actividades y sectores sensibles a este fenómeno.

El resultado final es el nacimiento de un consenso en la comunidad internacional respecto de la extensión de las medidas a otros sectores y la consiguiente plasmación en los estándares internacionales de prevención del blanqueo a comienzos de la década siguiente.

II.  LOS SUJETOS OBLIGADOS EN LAS 40 RECOMENDACIONES DEL GAFI

La redacción inicial de las 40 Recomendaciones del GAFI en 1990 estaba pensada para entidades financieras. La antigua Recomendación 9 reflejaba perfectamente esta situación cuando, al definir el ámbito de aplicación, establecía que: «Las Recomendaciones 12 a 29 deberían aplicarse no sólo a bancos sino también a instituciones financieras no bancarias». Ni siquiera existía un concepto claramente compartido de qué otras instituciones financieras no bancarias habían de sujetarse a las Recomendaciones, como ponía de relieve la propia Recomendación 11  (6) .

Las actuales 40 Recomendaciones eliminaron finalmente la mención a las «instituciones financieras no bancarias», estableciendo únicamente dos grupos de sujetos:

i) las instituciones financieras, en sentido amplio, y

ii) las empresas y profesiones no financieras específicamente designadas.

Dada la gran diversidad de denominaciones utilizadas por los países al definir qué ha de entenderse por «institución financiera», se optó finalmente por utilizar una definición objetiva de institución financiera, asociada a la realización una o varias de las trece actividades relacionadas en el Glosario de términos que acompaña a las 40 Recomendaciones.

El uso de un criterio objetivo al definir qué es una institución financiera permitió ciertamente superar la problemática semántica, aunque planteó inmediatamente la cuestión de las personas o empresas con un objeto social que nada tenía que ver con la prestación de servicios no financieros y que realizaban de forma ocasional o accesoria alguna de las actividades de la lista  (7) . El consenso emergente fue que no tenía demasiado sentido sujetar a estas empresas a las medidas de prevención del blanqueo, siempre que la actividad fuera realmente accesoria de otra y que el volumen total de la actividad no fuera significativo, medido en términos absolutos y no proporcionales respecto del resto del negocio principal. En estos casos, los Estados podrían decidir que las medidas no fueran aplicables a estas empresas. Esto es lo que refleja el Glosario inmediatamente después de la relación de actividades financieras.

Junto a las instituciones financieras, las 40 Recomendaciones incorporan cinco grupos más de empresas o profesiones no financieras sujetas igualmente al cumplimiento de las medidas de prevención del blanqueo: (a) casinos, (b) intermediarios en transacciones inmobiliarias, (c) intermediarios o comerciantes en metales y piedras preciosas, (d) abogados, notarios y otros profesionales jurídicos independientes, así como contables externos, y (e) proveedores de servicios de relacionados con la creación o funcionamiento de trusts y sociedades.

La primera particularidad que desde el comienzo refleja esta integración de sujetos no financieros es que, a diferencia de lo que ocurre con las entidades financieras, se trata de una incorporación limitada a una serie de actividades y no a la totalidad de su negocio. Las medidas de prevención se aplican sólo a la parte más sensible de sus actividades, que se especifica a partir de la experiencia acumulada en los años anteriores.

Así, la actividad sujeta a prevención del blanqueo en los Casinos será aquella que se materialice en transacciones financieras realizadas por sus clientes superiores a 3.000 USD/E  (8) . En el caso de agentes o intermediarios en transacciones inmobiliarias, la actividad sujeta es la compra o venta de inmuebles por cuenta de sus clientes. Los intermediarios o comerciantes en metales o piedras preciosas se sujetarán a las obligaciones las operaciones con clientes que se materialicen en pagos en efectivo por importe superior a 15.000 USD/E.

La actividad sujeta de los abogados, notarios y otros profesionales independientes del derechoz presentó una discusión sustancialmente más compleja, derivada tanto de los tipos de negocios que presentaban un perfil de riesgo elevado, como del tipo de intervención o posición del profesional que interesaba incluir. Si la operativa realizada directamente por cuenta del cliente en las áreas finalmente consideradas sensibles no presentó grandes problemas conceptuales, no sucedió lo mismo respecto de la sujeción de estos profesionales en su labor de preparación o asesoramiento en las mismas, en la medida que ya se intuían en aquellas discusiones dos problemas: el alcance del concepto (inevitablemente genérico) con el que se definiera esta actividad, de un lado, y el eventual solapamiento de los deberes en este ámbito con las obligaciones derivadas de la garantía del derecho de defensa. Frente a la opción de una incorporación gradual que empezase por la inclusión de las actividades realizadas por cuenta de clientes y se extendiese, en una segunda fase y a partir de la experiencia generada, a la «preparación o asesoramiento», la tesis que acabó imponiéndose fue la de incluir desde el principio toda actividad preparatoria, bajo el argumento de incentivar la presencia de testaferros en las transacciones, de elegirse la opción más limitada. El trade-off en las posiciones de las delegaciones llevó a incluir expresamente en el último punto de la Recomendación 16 la salvaguarda del derecho al secreto profesional, dejando a los países la concreción de su extensión.

Los proveedores de servicios de trusts y sociedades quedaron sujetos igualmente a las mismas premisas de los profesionales independientes del derecho, formando un grupo distinto por la menor problemática que planteaban y por la necesidad de capturar a quienes prestan estos mismos servicios sin ejercer las profesiones indicadas en el punto anterior. La definición de estos sujetos se realiza también de forma objetiva en el Glosario de términos al final de las 40 Recomendaciones, como


«Toda persona o entidad no incluida en ninguno de los anteriores grupos de sujetos en las Recomendaciones que preste de forma retribuida cualquiera de los siguientes servicios a terceros:

• Actuando como agente en la constitución de personas jurídicas;

• Actuando (o realizando las gestiones para que otra persona actúe) como administrador, secretario, socio, partícipe o posición análoga en cualquier tipo de sociedad o contrato societario;

• Proporcionando servicios de sede para las oficinas o de dirección administrativa o formal a sociedades o acuerdos societarios;

• Actuando (o realizando las gestiones para que otra persona actúe) como trustee en un trust express;

• Actuando (o realizando las gestiones para que otra persona actúe) como accionista, partícipe o propietario nominal en cualquier tipo de persona jurídica.»



La regulación del GAFI cerraba de un modo preciso las posibilidades de actuación de todo un grupo de personas que profesionalmente realizan las tareas que se relacionan en el Glosario. Se consigue de esta forma que queden obligadas a aplicar las medidas de prevención aquellas personas que, no siendo abogados o profesionales independientes, realicen alguna de esas actividades. La nueva Ley acoge este planteamiento, evitando la distorsión que se producía anteriormente en nuestra norma.

III.  LOS SUJETOS OBLIGADOS EN LA III DIRECTIVA

De forma paralela a las discusiones de la comunidad internacional en el seno del GAFI, la Unión Europea modifica la Directiva 91/308/CEE mediante la Directiva 2001/97/CE, de 4 de diciembre (II Directiva), que extendía los grupos de sujetos obligados en el sentido de los acuerdos que se estaban alcanzando en el GAFI  (9) . La III Directiva finalmente adopta una redacción prácticamente análoga a las 40 Recomendaciones del GAFI.

La definición de «entidad financiera» se realiza, en cambio, de forma subjetiva mediante referencia a las correspondientes Directivas de la UE en las que se regulan los distintos tipos de entidades financieras. Lo que no tiene demasiado sentido en este contexto es mantener la posibilidad de excepcionar a quienes realicen actividades materialmente financieras de forma accesoria u ocasional (art. 2.2 de la III Directiva). En todo caso, el contenido de qué ha de entenderse como «actividad financiera de forma ocasional o muy limitada», a efectos de su inclusión en el ámbito de aplicación, se concretó posteriormente en el art. 4 de la Directiva 2006/70/CE, de 1 de agosto.

La diferencia más significativa en relación con los sujetos no financieros se encuentra en que convierte en sujetos obligados no sólo a los intermediarios o comerciantes de metales y piedras preciosas sino a todo tipo de personas físicas o jurídicas «que comercien con bienes únicamente en la medida que los pagos se efectúen al contado y por un importe igual o superior a 15.000 euros, ya se realicen en una o varias transacciones entre las que parezca existir algún tipo de conexión». Aun con el carácter limitado de la previsión, el impacto de la medida sobre transacciones en efectivo de alto valor en determinados sectores será notable.

IV.  EVOLUCIÓN NORMATIVA DEL ÁMBITO SUBJETIVO DE APLICACIÓN

La redacción inicial del art. 2 de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, incluía a las entidades financieras en su apartado 1 y dos tipos más de sujetos en su apartado 2: (i) los casinos de juego y (ii) las actividades de promoción inmobiliaria o compraventa de inmuebles. Dejaba al desarrollo reglamentario la inclusión de otras actividades en las que concurran determinadas circunstancias que muestren su potencial vulnerabilidad al blanqueo.

La primera reforma de este precepto se produce mediante la Ley 19/2003, de 4 de julio, cuya Disposición adicional primera modificó, entre otras cuestiones, el apartado 2, introduciendo como sujetos obligados a: (i) los auditores, contables externos y asesores fiscales y a (ii) los notarios, abogados y procuradores, siguiendo de forma casi literal los términos recogidos en la II Directiva de la UE.

Esta reforma introduce también en este precepto la obligación de declarar los movimientos de efectivo a partir de un cierto umbral, no sólo los que supusieran la salida de efectivo por frontera, sino todo movimiento, sea en territorio nacional, procedente o dirigido al extranjero. La «sede regulatoria» de estos últimos cambia de la normativa de control de cambios a la de blanqueo de capitales.

La última de las modificaciones es la que introduce la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, que añade algunas correcciones en los tipos de sujetos financieros, incluyendo, por ejemplo, a los (i) corredores de seguros, junto a las aseguradoras, y (ii) las sociedades de gestoras de capital-riesgo o las sociedades de capital riesgo no gestionadas por una gestora, eliminando, por innecesaria, la mención genérica a las Instituciones de Inversión Colectiva.

V.  ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PRECEPTO

El apartado 1 del precepto comentado lista veinticuatro grupos de sujetos obligados. En algunos de ellos, todas sus actividades quedan integradas en la normativa de prevención del blanqueo; en otros, sólo se integran una parte de sus actividades. En este caso, sólo tendrán el carácter de sujetos obligados en la medida que desarrollen las actividades señaladas, que el precepto trata de especificar con mayor o menor grado de detalle.

El apartado 2 clarifica la responsabilidad de las personas físicas que presten servicios profesionales en calidad de empleados de personas jurídicas respecto las obligaciones de la Ley.

El apartado 3 recoge la posibilidad de excluir reglamentariamente a aquellas personas jurídicas que realicen actividades ocasionales que se encuentren incluidas en la Ley.

Finalmente, el apartado 4 establece cuáles de los sujetos obligados tienen la consideración de entidades financieras a los efectos de esta ley.

VI.  CATEGORÍAS DE SUJETOS OBLIGADOS

Pueden establecerse en la nueva Ley diversos tipos de sujetos obligados con base en dos criterios: (i) la parte de su actividad que queda sujeta a la prevención, y (ii) la aplicación de todas, parte o alguna de las obligaciones previstas en la norma a la actividad sujeta. La combinación de estas dos variables nos ofrece cuatro tipos de sujetos obligados:

• Los que deben sujetar tan solo una parte de su actividad a alguna o algunas de las obligaciones de prevención del blanqueo, como es el caso de los abogados o de las personas físicas que realicen movimientos de medios de pago;

• Los que deben sujetar tan sólo una parte de su actividad a todas las obligaciones de prevención del blanqueo, como ocurre con los comerciantes que realicen cobros o pagos superiores a 15.000 euros;

• Los que deben sujetar toda su actividad a alguna o algunas de las obligaciones de prevención del blanqueo, caso de las fundaciones y asociaciones, o los gestores de sistemas de pago o de tarjetas; y

• Los que deben sujetar toda su actividad a todas las obligaciones de prevención del blanqueo, situación más frecuente que ocurre en el resto de los casos.

a) Las entidades de crédito

Tres son los tipos de entidades de crédito que operan en nuestro sistema financiero: bancos, cajas de ahorro y cooperativas de crédito. Serán pues sujetos obligados los bancos, creados a través de la correspondiente autorización del Ministerio de Economía y Hacienda, procedimiento establecido en la actualidad por el Real Decreto 1245/1995, de 14 de julio, sobre creación de bancos, actividad transfronteriza y otras cuestiones relativas al régimen jurídico de las entidades de crédito. También lo serán las cajas de ahorro, cuyo procedimiento de autorización aparece configurado en el Decreto 1838/1975, de 3 de julio, sobre creación de cajas de ahorro y distribución de los beneficios líquidos de estas entidades, así como las cooperativas de crédito, autorizadas en la actualidad en el marco del Real Decreto 84/1993, de 22 de enero, que aprueba el Reglamento de la Ley 13/1989, de 26 de mayo.

La totalidad de la actividad desarrollada por estos tres tipos de entidades de crédito queda sujeta al cumplimiento de las obligaciones de prevención del blanqueo.

En el caso particular de los establecimientos financieros de crédito, regulados esencialmente en el Real Decreto 692/1996 de 26 abril, la Disposición final quinta del Real Decreto 54/2005, de 21 de enero, les obliga a contar con un sistema adecuado de prevención del blanqueo, por lo que habrá que entender que toda su actividad (y no sólo la de emisión de tarjetas de crédito) se sujeta al cumplimiento de las medidas de prevención del blanqueo.

b) Las entidades aseguradoras y corredores de seguros

Serán sujetos obligados las entidades aseguradoras. Su régimen vigente de autorización se regula en el Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de ordenación y supervisión de los seguros privados. Serán sujetos obligados únicamente las aseguradoras que estén autorizadas para operar en el ramo de vida.

Ha de entenderse que la actividad sujeta al cumplimiento de las obligaciones preventivas será la realizada en este ámbito y no en el resto de su actividad, algo lógico si se tiene en cuenta que la práctica totalidad de las tipologías de blanqueo de las que se tiene constancia en este sector se han desenvuelto en el ámbito de los seguros de vida.

Conforme a la redacción dada al art. 2.1.b) de la Ley desarrollada por la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, también tienen la condición de sujetos obligados los «corredores de seguros cuando actúen en relación con seguros de vida u otros servicios relacionados con la inversión». Se modifica con ello el régimen vigente hasta ese momento, en el que las propias entidades aseguradoras eran las que estaban obligadas a establecer «procedimientos y criterios específicos para garantizar el cumplimiento de las obligaciones exigidas en el reglamento citado (Reglamento de Prevención del Blanqueo)» cuando actuaran a través de mediadores en seguros privados, tal como establecía el art. 24.1.9.º del Real Decreto 2486/1998, de 20 de noviembre.

Ahora, en cambio, los corredores de seguros pasan a tener también la condición de sujetos obligados, en aquella parte de su actividad relacionada con el seguro de vida u otros servicios de inversión.

c) Las empresas de servicios de inversión

En esta categoría de sujetos se integran las sociedades de valores, las agencias de valores y las sociedades gestoras de cartera. Estos tres tipos de empresas de servicios de inversión, autorizadas en la actualidad conforme al procedimiento establecido en el Real Decreto 217/2008, de 15 de febrero, están sujetas al cumplimiento de las obligaciones de prevención del blanqueo en la totalidad de la actividad que desarrollen.

d) Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva y las sociedades de inversión

Las sociedades gestoras de instituciones de inversión colectiva (SGIIC), cuyo marco regulatorio vigente se encuentra en los arts. 75 y siguientes del Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre (10) , constituyen los sujetos obligados por excelencia en el ámbito de la gestión de instituciones de inversión colectiva.

El art. 2.1.d) de la Ley de Prevención del Blanqueo establece que también serán sujetos obligados «las sociedades de inversión colectiva cuya gestión no esté encomendada a una sociedad gestora».

En cualquiera de los dos casos, se sujeta al cumplimiento de las obligaciones de prevención la totalidad de su actividad.

e) Las entidades gestoras de fondos de pensiones

La norma sujeta por primera vez a las entidades gestoras de fondos de pensiones reguladas en el art. 20 del Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones.

Es importante respecto a su régimen de sujeción la previsión del art. 10.1.c) de la Ley.

f) Las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo y las sociedades de capital-riesgo

El precepto incluye entre los sujetos obligados a las sociedades gestoras de entidades de capital-riesgo (SGECR) y a las sociedades de capital-riesgo (SCR) cuya gestión no esté encomendada a una SGECR, reguladas en la actualidad por la Ley 25/2005, de 24 de noviembre, sobre entidades de capital-riesgo y sus sociedades gestoras.

g) Las sociedades de garantía recíproca

Estas sociedades, cuyo marco regulatorio vigente se encuentra en la Ley 1/1994, de 11 de marzo, sobre régimen jurídico de las sociedades de garantía recíproca, tienen también la condición de sujetos obligados por la normativa de prevención del blanqueo en la totalidad de la actividad que desarrollen.

h) Las entidades de pago

También sujetan la totalidad de su actividad a la ley las entidades de pago, reguladas en el art. 6 de la Ley 16/2009, de13 de noviembre, de servicios de pago.

Resultan especialmente relevantes para ellas las obligaciones recogidas en el art. 41 de la ley, en particular.

i) Las personas que ejerzan profesionalmente actividad de cambio de moneda

Las personas físicas o jurídicas que ejerzan la actividad de cambio de moneda o gestión de transferencias, en el marco del Real Decreto 2660/1998, de 14 de diciembre, tendrán también la condición de sujetos obligados. Las obligaciones de prevención del blanqueo se extienden a la totalidad de su actividad.

j) Los servicios postales respecto de las actividades de giro o transferencia

Se incluyen estos servicios cuya actividad es materialmente análoga a las actividades de pago o gestión de transferencias realizada por otros sujetos obligados; no existiendo razón alguna para que no figuren sujetas al mismo régimen de prevención del blanqueo.

k) Las personas que ejerzan de forma profesional la actividad concesión de préstamos o créditos o actividades propias de establecimientos financieros de crédito

También se sujeta a la ley la realización profesional de las actividades previstas en la disposición adicional primera de la Ley 3/1994, de 14 de abril, por la que se adapta la Legislación española en materia de Entidades de Crédito a la Segunda Directiva de Coordinación Bancaria y se introducen otras modificaciones relativas al Sistema Financiero, independientemente de que quien las realice disponga o no de autorización como establecimiento financiero.

l) Los promotores inmobiliarios y quienes realicen actividades de agencia o intermediación en la compraventa de inmuebles

Tienen la condición de sujeto obligado tanto el promotor como la persona que de forma profesional realice cualquier actividad relacionada con la comercialización de inmuebles por parte de personas distintas del promotor.

La actividad incluye, por tanto, a todas aquellas personas o empresas dedicadas a la intermediación en la compraventa de inmuebles, bien directamente o a través de agencias, franquicias o cualquier forma de prestación de estos servicios de intermediación.

m) Los auditores de cuentas, contables externos y asesores fiscales

Esta letra incluye a estos tres grupos de sujetos obligados en la medida que realicen las actividades propias de estas profesiones.

Estas personas serán sujetos obligados cuando presten servicios profesionales como terceros a empresas que contraten sus servicios. Los asesores fiscales, por tanto, serán sujetos obligados cuando actúen como asesores fiscales externos.

n) Los notarios y registradores

El precepto vigente parte de la no distinción entre tipos de actividad de estos funcionarios, por lo que se incluye la totalidad de la actividad de estos funcionarios en la prevención del blanqueo, que ya no se limitará ahora a la función en el ámbito de la constitución de personas jurídicas, su funcionamiento y gestión o compraventas de inmuebles, como hacía la Ley anterior.

A pesar de que la III Directiva mantiene para los notarios una aplicación de la norma limitada a los casos anteriores, en el mismo sentido regulado hasta ahora en el Reglamento, la separación de notarios y registradores del régimen aplicable a los profesionales del derecho, hace que sea la totalidad de su actividad la que se inserte en el ámbito objetivo de prevención del blanqueo, por más que sea complicado imaginar situaciones potenciales de blanqueo en actos o negocios autorizados por éstos fuera de los previstos en la III Directiva o en el Reglamento.

ñ) Los abogados, procuradores u otros profesionales independientes

El régimen de sujeción de los abogados no se altera sustancialmente respecto del previsto en la Ley anterior respecto de las actividades sujetas  (11) . Si que varía, en cambio, en relación con el cumplimiento de la obligación de comunicación de operaciones con indicios de blanqueo, abstención y atención de los requerimientos del Servicio Ejecutivo, a tenor de lo previsto en el art. 22 de la Ley (no sujeción).

En los comentarios al Reglamento se desarrollan con más detalle las particularidades de la sujeción de los abogados a la normativa de prevención del blanqueo.

o) Personas físicas o jurídicas que presten servicios profesionales a terceros en el ámbito de la gestión de sociedades u otras figuras jurídicas o en el ámbito financiero, mercantil o inmobiliario.

Se trata de aquellas personas físicas o jurídicas que vienen ejerciendo lo que en el ámbito anglosajón se denomina «trust and company service providers», grupo este no contemplado en la Ley anterior y que permite sujetar a la prevención del blanqueo una serie de actividades que, cuando no eran prestadas por abogados, no se encontraban sujetas al cumplimiento de la normativa.

Esta inclusión plantea el problema de la superposición con las actividades previstas en la letra anterior. Esto lleva a que si la misma actividad es prestada por un abogado el alcance de las obligaciones es más limitado que el recogido en esta letra, al no venir obligado éste a comunicar operaciones con indicios de blanqueo cuando determine la posición jurídica a favor de su cliente (12) , premisa que no se aplica a los sujetos obligados regulados en esta letra.

Esto lleva a una regulación abiertamente dispar sobre las mismas actividad (determinar la posición jurídica del cliente), con un reparto desigual de cargas públicas, dependiendo de si quien las realiza es o no abogado.

p) Los casinos de juego

A diferencia de lo que sucede en otros países, la actividad del juego y, en particular, la desarrollada por los casinos en nuestro país ha sido tradicionalmente objeto de una profusa reglamentación y supervisión, tanto en lo relativo a su autorización, como en los aspectos operativos que rodean el desarrollo de su actividad.

Toda la actividad de los casinos aparece sujeta a las obligaciones de prevención del blanqueo, aun cuando el contenido de algunas de las obligaciones aplicables aparezca específicamente modulado en los términos del art. 16 del Reglamento.

q) Comerciantes de joyas, piedras o metales preciosos.

r) Comerciantes de objetos de arte y antigüedades.

s) Las personas físicas y jurídicas que ejerzan profesionalmente actividades de contratación de bienes con oferta de restitución del precio (inversión filatélica y numismática, por ejemplo).

t) Las personas físicas o jurídicas que ejerzan profesionalmente actividades de transporte profesional de fondos o medios de pago.

u) Las personas físicas o jurídicas responsables de la gestión, explotación y comercialización de loterías u otros juegos de azar respecto de las operaciones de pago de premios.

Las cinco letras anteriores reflejan las categorías de sujetos obligados introducidas en el Reglamento de Prevención del Blanqueo, con base en la remisión reglamentaria que contenía la Ley anterior. La sujeción de estas categorías a la normativa de prevención del blanqueo se cristaliza al ser recogidas en norma con rango de Ley. En todo caso, el apartado 3 sigue otorgando cierta flexibilidad de configuración de los tipos de personas sujetas, eliminando aquéllas sobre las que concurra un riesgo escaso de blanqueo.

Las personas que desarrollen estas actividades estarán sujetas a la totalidad de las obligaciones de prevención, limitadas -eso sí- a estas actividades y no a otras que eventualmente pudieran desarrollar simultáneamente.

v) Las personas físicas que realicen movimientos de medios de pago, en los términos establecidos en el art. 34.

Tendrán la consideración de sujetos obligados los portadores de medios de pago en cuantía que supere el umbral designado, en la forma y condiciones reguladas en el art. 34.

Al contrario de lo que sucede en la letra siguiente, la consideración de estas personas como sujetos obligados tiene un carácter más formal que material, en la medida que la única obligación que han de aplicar es la de realizar y presentar la declaración de los medios de pago, en el caso que proceda. No estamos realmente ante sujetos obligados, como tales, sino ante personas físicas obligadas únicamente a cumplimentar la declaración obligatoria, sin que les resulten aplicables el resto de las obligaciones previstas en la Ley, a menos que se encuentren incluidas en alguna de las categorías anteriores de sujetos obligados propiamente dichos, enumerados en este artículo.

w) Las personas que comercien profesionalmente con bienes, en los términos del art. 38.

Esta letra transpone el art. 2.1.e) de la III Directiva. La premisa para que cualquier persona se convierta en sujeto obligado es: (i) que realice alguna actividad profesional, como se indica al utilizar el término comercien; (ii) que esta actividad se centre en el ámbito de los bienes, lo que, a la espera de posterior clarificación reglamentaria, parece que excluye la prestación de servicios, y (iii) que realice cobros o pagos  (13)  por valor superior a 15.000 euros en efectivo o medio equivalente respecto de esos bienes que se comercian.

La integración de estas personas en las obligaciones de prevención del blanqueo no es total sino únicamente respecto de las operaciones en efectivo superiores al umbral que se indican. El resto de su actividad, aun siendo de la misma naturaleza, no se entiende sujeta a la normativa de prevención del blanqueo, como regla general.

No obstante, no parece posible establecer un rígido compartimento estanco entre este tipo de operaciones y el resto de las que desarrolla el sujeto obligado de la misma naturaleza de cara a la prevención del blanqueo, de manera que será inevitable la obtención de información para la prevención del blanqueo de la globalidad de la operativa del sujeto en su totalidad en una buena parte de los casos. Pensemos, por ejemplo, en la posibilidad de fraccionamientos por parte del cliente, caso en el que ha de prestarse atención a esas operaciones aun cuando no estén incluidas literalmente entre las sujetas. El mismo precepto prevé ya esta circunstancia en su inciso final. Ténganse en cuenta, de otro lado, la presencia de elementos relevantes en el conocimiento del cliente que pueden obtenerse del resto de la actividad no sujeta formalmente. No parece que pueda evitarse la consideración de elementos en la elaboración del perfil del cliente, por más que se trate de operaciones no sujetas. Al margen de estos supuestos, la norma es clara en limitar la actividad de prevención del blanqueo a las operaciones explícitamente sujetas.

La Ley no establece limitación alguna en relación con las obligaciones aplicables por parte del sujeto obligado a las operaciones incluidas, lo que lleva a entender que éste ha de desarrollar todas y cada una de las obligaciones previstas en la Ley (identificación, conservación, seguimiento, etc.).

x) Las fundaciones y asociaciones, en los términos establecidos en el art. 39.

Las fundaciones y asociaciones integran la totalidad de su actividad en el ámbito de aplicación de la Ley, si bien las obligaciones que les resultan aplicables no son todas sino únicamente la identificación y el conocimiento de quienes aporten o reciban fondos o recursos de la fundación o asociación (arts. 3 y 4 de la Ley). Todo ello, sin perjuicio de que el regulador pueda extender el resto de las obligaciones de prevención a su actividad, en uso de la habilitación reglamentaria contenida en el último párrafo del art. 39.

y) Los gestores de sistemas de pago y de compensación y liquidación de valores y productos financieros derivados, así como los gestores de tarjetas de crédito o débito emitidas por otras entidades, en los términos establecidos en el art. 39.

De forma análoga a como se establece en la letra anterior los gestores de sistemas de pago y compensación o quienes gestionen tarjetas de crédito no emitidas por ellos tendrán también la consideración de sujetos obligados. La obligación a que se sujetan es únicamente la de facilitar la información que les requiera la Comisión o sus órganos de apoyo, en aplicación del art. 21.

Cuando quienes realicen esta actividad estén incluidos en alguna de las letras anteriores las obligaciones a aplicar serán la totalidad de las previstas en la Ley y no únicamente la del art. 21.

La Ley también prevé la posibilidad de extender reglamentariamente el resto de las obligaciones de prevención a estos sujetos, en uso de la habilitación recogida en el último párrafo del art. 39.

V.  SUJETOS OBLIGADOS NO RESIDENTES QUE DESARROLLEN EN NUESTRO PAÍS LAS ACTIVIDADES Y SERVICIOS PREVISTOS EN LOS APARTADOS ANTERIORES

La Ley establece la regla de aplicación de la normativa de prevención del blanqueo o, lo que es equivalente, adjudica la condición de sujetos obligados a las personas o entidades que, sin ser residentes en España, desarrollen las actividades señaladas anteriormente. Esta previsión resulta lógica de cara a mantener una equivalencia de tratamiento en el desarrollo de la misma actividad.

Este párrafo del apartado 1 del precepto comentado supera la redacción reglamentaria vigente, que extiende el carácter de sujeto obligado a los sujetos financieros que operan en España a partir del principio comunitario de libre prestación de servicios.

VI.  RÉGIMEN DE LOS EMPLEADOS, AGENTES, INTERMEDIARIOS O PERSONAS FÍSICAS QUE ACTÚEN POR CUENTA DE PERSONAS JURÍDICAS

La realización de actividades sujetas a las obligaciones de prevención del blanqueo obligará, en principio, a quien las desarrolle al cumplimiento de estas obligaciones. No obstante, si la persona que las realiza mantiene una relación contractual con una persona jurídica, será ésta la que tenga la condición de sujeto obligado y no la persona física que realice la actividad sujeta.

Los servicios prestados pueden ser «permanentes o esporádicos», según se establece en el apartado 2 del precepto comentado. La norma no prejuzga la naturaleza jurídica de la relación, sino a quién se imputan los efectos jurídicos de la actividad. La imputación final de la titularidad de la actividad es el criterio más fiable. Si la persona física realiza la actividad por cuenta de la persona jurídica, será ésta la que viene obligada a asegurar el cumplimiento de las medidas de prevención en el desarrollo de la actividad.

En el caso de desarrollo de actividades sujetas a través de intermediarios o de agentes de una persona que tiene carácter de sujeto obligado también producen el traslado a la empresa de las obligaciones de prevención, según señala en párrafo segundo del apartado 2.

VII.  ACTIVIDADES FINANCIERAS REALIZADAS DE FORMA OCASIONAL O LIMITADA

El apartado 3 del precepto comentado prevé la posibilidad de excluir en sede de desarrollo reglamentario a aquellos tipos de personas físicas o jurídicas que desarrollen actividades financieras de forma ocasional o limitada. Y es que parece lógico entender que la condición de sujetos obligados recae únicamente en aquellas personas físicas o jurídicas que realicen estas actividades como objeto o contenido fundamental de su negocio y no sobre aquellos que puedan realizar alguna de estas actividades de forma ocasional o limitada, sin que constituya el núcleo fundamental de su actividad, de forma análoga a lo que ocurre en el caso de servicios financieros prestados de forma ocasional o limitada por sujetos no financieros  (14) .

Para la determinación reglamentaria de los tipos de sujetos excluidos es preciso tomar en consideración la relevancia o entidad de los servicios financieros que prestan, en el sentido indicado en las directrices internacionales. Será necesario prestar atención al volumen de la actividad en relación con el volumen total del negocio de la empresa, así como el volumen en términos absolutos de la actividad financiera. El parámetro contra el que compararlo ha de ser el riesgo de que los servicios sean utilizados como canalizadores de blanqueo, planteamiento éste que ha de formularse de la forma más objetiva posible, a partir de un análisis real de casos contrastados de blanqueo presentes en esos servicios financieros prestados de forma ocasional o limitada.

Al margen de lo anterior, una de las cuestiones planteadas por este precepto es si, a partir de su contenido y hasta la adaptación reglamentaria, permite mantener la vigencia del régimen especial del artículo 16 del Reglamento, en la medida pueden excluirse del ámbito de aplicación en sede reglamentaria aquellos sujetos que desarrollen una actividad financiera limitada con escaso riesgo de blanqueo o financiación del terrorismo. Si resulta posible excluir, también ha de resultar posible modular y adaptar reglamentariamente los deberes a los que se sujeten determinados sujetos, interpretación ésta que permitiría mantener la vigencia reglamentaria del artículo 16 del Reglamento.






	 (1) 

	La preocupación en algunos países puede constatarse incluso en fechas anteriores, especialmente en aquellos con sistemas financieros más abiertos y, en consecuencia, con mayor grado de exposición al riesgo reputacional sistémico. Es el caso de Suiza, que desde finales de los 70 comenzó a hacerse eco de las posibilidades que brindaba la diligencia de los bancos en la aceptación de cierto tipo de negocio de cara a la disuasión de prácticas delictivas. Es así como ven la luz algunos documentos como el «Acuerdo relativo a la diligencia de los bancos» de 1977, impulsado por su Banco Central y que trata de ofrecer la adhesión a unas buenas prácticas de los bancos en este ámbito.
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	 (2) 

	Países de consumo en los que nacen los fondos que, agrupados, son objeto del proceso de blanqueo.
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	 (3) 

	Estudios de tipologías de blanqueo del GAFI.
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	 (4) 

	Reducido grado de bancarización.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	Esta idea fue generando el concepto gráfico de gatekeepers, referido a tipos de actividades o profesiones que están en posición de jugar un papel de control del acceso de fondos al sistema financiero, esto es, en una buena posición para entender los negocios reales subyacentes.
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	 (6) 

	«Un grupo de trabajo debería explorar la posibilidad de establecer una lista mínima común de tipos de instituciones financieras no bancarias y de otras profesiones que manejen fondos en efectivo a efectos de sujeción a estas Recomendaciones.» A pesar de su aplicación concebida para el negocio netamente financiero, ya se hacía eco esta Recomendación del riesgo del manejo de efectivo en determinadas actividades o profesiones.
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	 (7) 

	El ejemplo que más se barajó en las discusiones fue el del Hotel que realizaba actividad de cambio de divisas para sus clientes o la actividad de transferencias que realizan algunos Casinos de juego.
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	 (8) 

	Nota interpretativa a la Recomendación 12. La fijación del estándar en USD o en E fue fruto inevitable de la necesidad de simplicidad en la aplicación de las medidas, aun sabiendo que el umbral sería previsiblemente más estricto para los sujetos obligados que operasen en USD.
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	 (9) 

	Promovida por la Comisión, una buena parte de las delegaciones de los Estados-miembros en el Consejo mostró su perplejidad por las prisas de la reforma (2002), a la vista de las discusiones que por entonces se estaban teniendo en el GAFI. El tiempo mostró que, en efecto, muchas otras cuestiones que posteriormente reflejaron las nuevas 40 Recomendaciones (2003) hicieron necesaria apenas tres años después la promulgación de la vigente Directiva 2005/60/CE (III Directiva) que derogó la Directiva 91/308/CEE. De hecho, algunos Estados-miembros han optado por trasponer directamente la III Directiva.
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	 (10) 

	Reglamento de la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de instituciones de inversión colectiva
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	 (11) 

	Ver comentarios al art. 2 del Reglamento.
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	 (12) 

	Art. 22 de la Ley.
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	 (13) 

	Nótese que el art. 2.1.e) y el Considerando (18) de la III Directiva se refiere sólo a los cobros por parte del comerciante y no a los pagos que éste realice.
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	 (14) 

	Ténganse en cuenta, a estos efectos: (i) la definición de «institución financiera» recogida en el Glosario de las 40 Recomendaciones del GAFI; (ii) el art. 2.2 de la III Directiva, o (iii) el art. 4 de la Directiva 2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto.
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Artículo 3: Identificación formal 




«1. Los sujetos obligados identificarán a cuantas personas físicas o jurídicas pretendan establecer relaciones de negocio o intervenir en cualesquiera operaciones.

En ningún caso los sujetos obligados mantendrán relaciones de negocio o realizarán operaciones con personas físicas o jurídicas que no hayan sido debidamente identificadas. Queda prohibido, en particular, la apertura, contratación o mantenimiento de cuentas, libretas, activos o instrumentos numerados, cifrados, anónimos o con nombres ficticios.

2. Con carácter previo al establecimiento de la relación de negocios o a la ejecución de cualesquiera operaciones, los sujetos obligados comprobarán la identidad de los intervinientes mediante documentos fehacientes. En el supuesto de no poder comprobar la identidad de los intervinientes mediante documentos fehacientes en un primer momento, se podrá contemplar lo previsto en el art. 12, salvo que existan elementos de riesgo en la operación.

Reglamentariamente se establecerán los documentos que deban reputarse fehacientes a efectos de identificación.

3. En el ámbito del seguro de vida, la comprobación de la identidad del tomador deberá realizarse con carácter previo a la celebración del contrato. La comprobación de la identidad del beneficiario del seguro de vida deberá realizarse en todo caso con carácter previo al pago de la prestación derivada del contrato o al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza.»
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COMENTARIOS

I.  ENFOQUES Y EVOLUCIÓN DE LA OBLIGACIÓN DE IDENTIFICACIÓN

El conocimiento del cliente es la pieza primordial dentro de las actividades de prevención del blanqueo. En una formulación secuencial, las actividades que integran la prevención del blanqueo han de arrancar necesariamente del conocimiento de la persona con la que el sujeto obligado establece la relación de negocios. Sin un buen conocimiento de ésta, será complicado poder desarrollar de forma adecuada el resto de las actividades. En particular, el examen especial de operaciones o el control de su actividad posterior carecerán de una buena parte de los elementos necesarios para poder detectar comportamientos inusuales, lo que llevará a dejar de comunicar ciertas operaciones o a comunicar otras que, habiendo tenido un buen conocimiento del cliente, no se habrían comunicado.

Esta obligación, en su concepción inicial, ha sido objeto de dos enfoques en los ordenamientos de los distintos países que, poco a poco, han ido convergiendo y materializándose en un mismo haz de actividades a desarrollar.

En el ámbito anglosajón, en el que algunos de los países carecen aún hoy de un documento oficial único de identificación, la finalidad de la norma incidía en la obtención de datos que permitieran al sujeto obligado tener una idea de con quién realizaba negocios, siendo la comprobación de los meros datos identificativos algo formalmente necesario, aunque accesorio. La obligación se configuraba así como la diligencia  (1)  que había de aportarse en el momento de establecer relaciones de negocio. El concepto era transversalmente equivalente al utilizado ya en la práctica profesional o empresarial en otros ámbitos distintos de la prevención del blanqueo  (2) .

En la tradición continental, sin embargo, la obligación de identificación partía de la necesidad de certeza (jurídica) dirigida a asegurar que los efectos de los negocios van a ser adecuadamente asumidos por la persona con quien realmente se establecen  (3) . Sobre esta concepción inicial se adicionan una serie de acciones complementarias en el ámbito de la prevención del blanqueo que van más allá de la mera obtención y comprobación de la identidad o, en su caso, de los poderes con los que se actúa, dirigidas a una finalidad que, englobando la comprobación inicial de la identidad, la excede. Así, a la identificación formal se fue añadiendo la material en el ámbito de la prevención del blanqueo, consistente en obtener un conocimiento del cliente y de la actividad desarrollada que, en último término, ayude a figurarse el origen de los fondos y, eventualmente, dar sentido a una determinada operación, actividades estas que, en su conjunto, resultan bastante similares a concepto inicial anglosajón de diligencia debida.

En el mundo anglosajón, por su parte, la seguridad en la obtención y verificación formal de la identidad del cliente va adquiriendo una importancia progresivamente mayor, a medida que crecen las transacciones internacionales y la tecnología ofrece canales de comercialización o plataformas de contratación y realización de servicios a distancia, sin la tradicional presencia física del cliente. Así, en el ámbito bancario, por ejemplo, determinadas prácticas habituales en servicios de corresponsalía revelaron un alto nivel de riesgo, al amparar relaciones y flujos de fondos de clientes cuya identidad resultaba imposible de conocer  (4) . Del mismo modo, la identificación formal del cliente por parte del banco ordenante de transferencias internacionales pasó a ser un requerimiento de primer orden en el control de los flujos de fondos de cara a la prevención del blanqueo, contrariamente a las prácticas hasta hace poco habituales en las que muchos bancos realizaban transferencias de fondos en las que no se identificaba al ordenante  (5) . La falta de control formal de identidades en los sistemas de banca paralela o los sistemas alternativos de remisión de fondos también acabó constituyendo igualmente un problema de primer orden en la lucha contra el blanqueo. Todo ello acabó por reforzar en este ámbito el papel de la identificación formal del cliente, como base sobre la que pivotará después el resto de los elementos de la diligencia debida.

Es así como los dos enfoques han experimentado una convergencia hacia un contenido bastante similar y basado en el entendimiento común del conjunto de actividades que la obligación comporta  (6) , aun cuando los términos que definen el contenido de las actividades sean distintos. Así, el concepto anglosajón de due diligence o conocimiento del cliente integra tanto (i) la obligación de identificación formal de éste  (7) , (ii) el propósito y naturaleza de la relación de negocios  (8) , y (iii) el seguimiento continuo de las transacciones en función del perfil de riesgo del cliente.

En países de tradición continental, la primera y la segunda de estas actividades se configuran dentro de una misma obligación: identificación del cliente, incluyendo una vertiente formal y otra material. La tercera suele denominarse examen o análisis especial de operaciones de riesgo. Así aparecía en el art. 5 de la I Directiva de la UE y así fue transpuesta en los ordenamientos de la mayoría de los Estados miembros. La III Directiva, sin embargo, traslada al ámbito europeo el concepto de «diligencia debida respecto al cliente», en una importación casi mimética de las 40 Recomendaciones del GAFI.

II.  LA IDENTIFICACIÓN FORMAL DEL CLIENTE EN LOS ESTÁNDARES INTERNACIONALES

1.  Las 40 Recomendaciones del GAFI

La Recomendación 5 del GAFI establece un marco común de acciones a desarrollar en cumplimiento de esta obligación, estructurado en tres grupos de cuestiones: cuándo nace la obligación, cuál es su contenido y algunas particularidades relativas al momento o la forma de materializar la obligación.

El sujeto obligado deberá ejecutar las medidas de conocimiento del cliente cuando:


	
• establezca una relación de negocios  (9) , o 

	
• realice operaciones o transacciones ocasionales superiores a un determinado umbral  (10) , o 

	
• cuando tenga algún indicio o sospecha de blanqueo o financiación del terrorismo, o 

	
• cuando albergue dudas respecto de la veracidad de los datos de identificación aportados por el cliente. 



En cualquiera de estos casos, el sujeto obligado deberá realizar las siguientes actividades:


	
a) identificar al cliente y verificar su identidad, utilizando para ello documentos, datos o fuentes fiables  (11) , 

	
b) identificar al titular real  (12)  y adoptar medidas razonables para verificar la identidad de éste, 

	
c) obtener información sobre el propósito y la naturaleza prevista de la relación de negocios, y 

	
d) controlar el desarrollo de la relación de negocios y de las transacciones realizadas al objeto de asegurar que son coherentes con el conocimiento que el sujeto obligado tiene del cliente y de su perfil de riesgo, incluyendo, cuando fuera necesario, el conocimiento del origen de los fondos  (13) . 



Es preciso señalar algunas otras matizaciones importantes que señalan las 40 Recomendaciones en relación con la identificación formal a la que refiere este artículo. En primer lugar, no se exige la aplicación de las medidas que lleva aparejadas en cada una de las transacciones con el cliente, siendo suficiente con la realizada al comienzo de la relación de negocios, salvo que surjan dudas a aparezcan elementos nuevos de riesgo en el curso de la relación, en cuyo caso será preceptivo profundizar el la inicialmente realizada  (14) .

En segundo lugar, existen relaciones de negocio en las que no resulta posible obtener un conocimiento adecuado o incluso la propia identificación del cliente en el momento de su establecimiento. Esto ocurre en transacciones a distancia o a través de Internet o en operaciones en mercados de valores, por ejemplo. Se admite en estos casos el inicio de la relación de negocios, siempre que el sujeto obligado adopte ciertas medidas de control sobre las cuantías, el número o los tipos de transacciones a realizar hasta que no se completen las medidas de conocimiento del cliente normales  (15) .

Por último, es preciso tener en cuenta que la solicitud de información al cliente en el proceso de diligencia tiene el límite de no alertar al cliente sobre el posterior envío de una comunicación a las autoridades. De ser así, las 40 Recomendaciones reconocen que la obtención de información del cliente no debería producirse y, en su lugar, lo que habría que realizar es la preceptiva comunicación  (16) . La mera recopilación de datos identificativos no parece que vaya producir normalmente este efecto, aunque si lo produjese el curso de acción sería éste.

2.  Estándares en el ámbito bancario

El Comité de Supervisión Bancaria de Basilea desgrana los pormenores de la identificación y conocimiento del cliente en su documento «Debida diligencia con la clientela de los bancos»  (17) , en el que se concretan las actividades a desarrollar sobre la base del Principio 18 de los Principios Básicos.

Es especialmente interesante el trabajo de este Comité plasmado en el documento de «Orientaciones para la apertura de cuentas e identificación del cliente», aprobado en febrero de 2003, en el que se desgrana la información a solicitar por parte de la entidad de crédito al cliente, así como formas de verificar la información obtenida. El documento distingue el tipo de información según se trate de personas físicas o jurídicas.

Por su parte del denominado Grupo Wolfsberg  (18)  también establece algunas directrices en materia de identificación formal de clientes en el ámbito de la banca privada  (19) . Se orienta a los bancos a la elección de aquellos documentos que más difíciles resulten en la práctica de falsificar. Respecto a qué solicitar el Grupo Wolfsberg entiende que será preciso utilizar documentos oficiales en cada país en la identificación de personas físicas que se encuentren en vigor en el momento que ésta se realiza. En el caso de sociedades, empresas o fundaciones, se solicitarán las pruebas documentales de su existencia y organización. En el caso de trusts o fideicomisos internacionales será preciso, además, identificar a los fideicomisarios o trustees.  (20) 

La identificación ha de completarse en el momento de dar comienzo a la relación de negocios, contratación del producto o servicio y no después  (21) .

Es preciso destacar igualmente el alcance tan amplio con el que en este ámbito se emplea el concepto de cliente, en el que se incluye tanto a la persona que mantiene cuenta con el banco (o para la que se mantiene la cuenta: usufructuario), como los beneficiarios de transacciones efectuadas por intermediarios profesionales, o toda persona ligada a una transacción financiera.

Dado que no todos los países disponen de documentos de identidad oficiales, la obtención de datos por el banco para la identificación del cliente y su intensidad dependerá del tipo de cliente y del tamaño de la cuenta, a tenor de los procedimientos que cada entidad internamente establezca.

Una cuestión relevante a la que también se hace referencia es la relativa a cómo proceder respecto de la identificación de titulares de cuentas o productos ya existentes e identificados bajo la vigencia de otras normas anteriores. Se parte de la necesidad de realizar revisiones periódicas de la identificación de los clientes y se aconseja que la realización de transacciones importantes puede ser un buen momento para revisar y, en la medida que fuera necesario, identificar al cliente  (22) .

3.  Estándares de identificación del cliente en instituciones de inversión colectiva y empresas de servicios de inversión

IOSCO  (23)  parte del principio de responsabilidad de la institución de inversión colectiva o de la empresa de servicios de inversión respecto de la identificación del inversor, «al objeto de desarrollar un perfil de negocio y de riesgo que asegure que las transacciones son realizadas de forma consistente con dicho perfil (incluyendo, cuando sea necesario, el origen de los fondos de los clientes)». Para ello, es recomendable el establecimiento «de políticas claras y escritas para determinar los tipos de clientes y de actividades que vayan a ser considerados como de bajo o de alto riesgo». Sobre la base de estas políticas, la institución o la empresa de servicios de inversión deberá «(i) obtener información relevante del cliente para poder establecer su perfil, (ii) clasificar al cliente y sus transacciones previstas como de riesgo bajo o alto».

El documento de IOSCO señala distintos tipos de documentos y acciones a desarrollar en el proceso de identificación formal y verificación de la identidad según se trate de personas físicas o jurídicas  (24) . Se ofrece la posibilidad de utilización de diversos mecanismos para comprobar y verificar la identidad del cliente, además del uso de documentos oficiales, a partir de cruces de información con entidades de crédito o el uso de información pública.

Asumiendo la regla general de no iniciar la relación de negocio hasta no haber sido identificado el cliente, la orientación en este sector es la de reconocer que la verificación de la identificación formal puede producirse después de iniciar la relación de negocios en algunos casos, sin que esto lleve a interrumpir el curso de la relación normal de negocio, limitando o controlando de forma especial -eso sí- el tipo de operaciones que el cliente realice hasta no haberse completado enteramente el proceso de verificación de la identificación  (25) .

A estos efectos, IOSCO entiende que el proceso de verificación u obtención de documentos complementarios debe completarse en un tiempo y de una forma que resulte razonable, después de que el cliente haya sido identificado, de modo que se eviten actividades ilegales mientras el proceso de verificación está aún pendiente.

La verificación de la identidad no parece que haya de realizarse en todo caso y toda circunstancia, sino sobre la base del riesgo, e integrarse por documentos fiables y procedentes de fuentes ajenas al propio cliente, en la medida que sea posible. Lo verdaderamente importante, en este sentido, es disponer de criterio que el regulador pueda valorar como justificado las distintas situaciones que se presenten en la entidad.

Entre las recomendaciones realizadas por IOSCO sobre el curso a adoptar en la actividad de identificación formal, pueden señalarse la conveniencia de documentar las actuaciones realizadas en el proceso, el obtener referencias de entidades financieras, mantener en casos relevantes entrevistas directas con el cliente o establecer manifestaciones expresas de éste sobre el propósito de la relación de negocio.

Otro de los principios en materia de identificación de clientes en el ámbito de los mercados de valores es la no necesidad de proceder a la identificación de los clientes que operan a través de las denominadas cuentas ómnibus (26)  de las que son titulares entidades debidamente supervisadas y con procedimientos de prevención del blanqueo adecuados. No será preciso para la empresa de servicios de inversión proceder a la identificación de los clientes de las entidades financieras, siendo el cliente ésta y no los clientes de ésta. Situación distinta es el caso de una entidad financiera ubicada en territorios de riesgo o con deficiente supervisión o sin constancia de que cuente con procedimientos internos de prevención del blanqueo. En definitiva, la diligencia recomendada por IOSCO a las empresas de servicios de inversión se circunscribe a la valoración del grado de supervisión en el país de procedencia de la entidad financiera cliente y de los procedimientos internos que aplica.

4.  Estándares de identificación formal del cliente en el ámbito de la actividad aseguradora

En el ámbito de los seguros, la Asociación Internacional de Supervisores de Seguros (IAIS) establece  (27)  la necesidad de identificar al cliente y verificar su identidad, entendiendo por tal al «titular de la póliza». También resultará preceptivo determinar si éste actúa por cuenta propia o de un tercero que, de existir, habría de identificarse igualmente. Si el cliente es una persona jurídica, la aseguradora habrá de adoptar medidas razonables que le permitan conocer la estructura de propiedad o de control de éste.

También aquí resultará posible establecer la relación de negocios antes de completar el proceso de identificación y verificación en el caso de planes de pensión colectivos, si se utiliza la póliza como garantía, si la prima fue satisfecha antes de procesar la solicitud y aceptar el riesgo, o en el caso de contratos establecidos sin presencia física del cliente. En este último caso, la aseguradora habrá de adoptar procedimientos que compensen el plus de riesgo que conlleva la falta de presencia física, tales como los indicados en los puntos 71 a 73 del documento.

Por lo demás, se señalan -a modo de buenas prácticas- los documentos de identificación y los sistemas de verificación a emplear, según se trate de personas físicas o jurídicas.

5.  La identificación del cliente en la III Directiva

La III Directiva traslada los estándares del GAFI al ámbito de la Unión Europea, estableciendo unas reglas mínimas comunes y algo más detalladas a seguir por los sujetos obligados que operen en nuestro ámbito  (28) . El desarrollo propio respecto de las 40 Recomendaciones en cuanto a la obligación de conocimiento del cliente se aprecia esencialmente en dos áreas: las reglas de identificación del titular real y las situaciones de diligencia simplificada.

III.  CONTENIDO DEL PRECEPTO

El precepto regula la actividad a desarrollar en el ámbito de la identificación formal del cliente. Los dos primeros apartados recogen disposiciones generales aplicables a todos los sujetos obligados, en tanto que el siguiente se refiere a particularidades en el sector del seguro de vida.

La primera cuestión es la relativa a quién ha de ser objeto de identificación. La regla general es que ha de identificarse a toda aquella persona que (i) trate de establecer relaciones de negocio con el sujeto obligado, o (ii) que intervenga en la operación, sin que el tenor literal del precepto precise a qué tipo de intervención se está refiriendo. Cuando el resto de los preceptos de la ley mencionan el concepto «cliente», se refieren implícitamente a alguna de estas dos situaciones: establecer relaciones de negocio o intervenir en operaciones. Veamos el sentido de cada una de ellas.

El cliente es la persona física o jurídica con la que el sujeto obligado establece formalmente la relación de negocios. El cliente será la persona a la que se imputen formal y directamente los efectos derivados de esta relación. No será la persona que lo represente, dado que los efectos de la operación no se imputan normalmente a éste sino al cliente representado  (29) . Tampoco será cliente el titular real, como aquella persona distinta del cliente hacia la que eventualmente pudieran derivarse indirectamente o en último término los efectos de la operativa  (30) .

El precepto se refiere no sólo a establecer relaciones de negocio, sino también a intervenir en cualesquiera operaciones. Intervenir en una operación no puede ser equivalente, a estos efectos, a estar afectado de cualquier modo por el negocio jurídico o el servicio que se presta  (31) . La intervención a que se refiere el precepto es aquella en la que la persona insta activamente la realización de la operación. El sujeto obligado debe desplegar su actividad de identificación formal frente a esta persona que insta la operación, pero no frente a cualquiera que esté afectada por la misma.

De hecho, las actividades que la normativa de prevención del blanqueo asocia a la identificación formal  (32)  sólo pueden realizarse sobre quienes instan activamente la operación al sujeto obligado, sobre quienes demandan la realización del servicio o intermediación que realiza el sujeto obligado  (33) . Éste es el sentido que ha de darse a intervenir en cualesquiera operaciones.

La distinción entre estas dos situaciones en el precepto  (34)  arranca de la distinción entre cliente habitual y no habitual (ocasional), que refleja mejor el Reglamento  (35) . El precepto comentado, sin utilizar el término cliente, deja claro que ha de identificarse tanto a uno como a otro, sin que con ello se pretenda obligar a identificar a toda persona afectada por la operación.

Por último, es preciso tener en cuenta que el apartado 1 extiende también la obligación de identificación formal a quienes pretendan establecer relaciones o intervenir en operaciones. Si finalmente la relación de negocio no se establece o si la operación no se ejecuta, la capacidad del sujeto obligado para poder desplegar en su totalidad la actividad de identificación es muy limitada. Dependerá de si el cliente decide o no aportar los documentos identificativos, pero no del sujeto obligado. De ahí que esta expresión parece que trata de enfatizar o hacer hincapié, más bien, en el hecho de que la identificación ha de preceder necesariamente al inicio real de la relación de negocio o a la ejecución de la operación.

Respecto del momento en que ha de realizarse la identificación formal, el precepto proscribe, como regla general, la ejecución de operaciones o el inicio de relaciones de negocio en los que la identificación formal no se haya realizado, aspecto este reforzado en el apartado 2, a diferencia de los estándares internacionales que permiten el inicio de ciertos tipos de relaciones de negocio o de operaciones y la perfección de la identificación posteriormente, como antes se ha indicado. La única excepción que se contempla específicamente surge cuando no resulta posible el uso de documentos fehacientes en el momento de inicio de la relación de negocio, caso este al que resultan aplicables las previsiones del art. 12 de la ley respecto de las relaciones de negocio sin la presencia física del cliente en las dependencias del sujeto obligado. Continúa siendo de aplicación, no obstante, la regla general de no iniciar la relación de negocio sin la plena identificación mediante documento fehaciente en el caso que el sujeto obligado aprecie elementos de riesgo en la operación de que se trate  (36) .

Tampoco permite el precepto ningún tipo de relaciones de negocio en las que el cliente no esté debidamente identificado. Esta previsión no sólo se refiere al inicio de nuevas relaciones de negocio, sino al mantenimiento de las mismas, esto es, a las ya existentes, lo que obviamente plantea el problema de la posible aplicación retroactiva de su contenido, ya que cuando se iniciaron esas relaciones de negocio no regía esta previsión con el mismo contenido exacto.

La posibilidad de mantener o no lo que tradicionalmente vienen entendiéndose como cuentas numeradas o cifradas a que se refiere el apartado 1 es una cuestión semántica. Una cuenta en la que sólo un grupo reducido de personas dentro del sujeto obligado conocen quien es su titular y en la que aparece un número en el campo de titular frente a la práctica totalidad de los empleados del sujeto obligado puede denominarse como se desee. Lo relevante a estos efectos es si el cliente está debidamente identificado. Y si lo está, esta cuenta no queda afectada por la prohibición del párrafo segundo, aunque sólo unos pocos empleados conozcan la identidad de la persona a la que representa ese «número»  (37) . Cuestión distinta es si el cliente en la operación o en la relación de negocios resulta desconocido o no está debidamente identificado por parte de la entidad. Este anonimato está ciertamente prohibido por el precepto.

El apartado 2 obliga al uso de documentos fehacientes en la identificación del cliente, en los términos que reglamentariamente se establezcan, lo que plantea no pocos problemas prácticos, como se comenta en el art. 3 del Reglamento.

Por su parte, el apartado 4 regula la identificación formal en la contratación de seguros de vida. En línea con lo previsto en los estándares internacionales, se establece expresamente que la obligación de identificación formal alcanza tanto al cliente (tomador), cuya identidad se comprobará antes de la celebración del contrato, como al beneficiario, que habrá de ser identificado de forma previa al pago de la prestación, al ejercicio de los derechos de rescate, anticipo o pignoración conferidos por la póliza.






	 (1) 

	Due diligence que, aplicada al ámbito de la prevención del blanqueo, se traducía en la regla del Know your customer o KYC (conoce a tu cliente).


	 Ver Texto 




	 (2) 

	Así, por ejemplo, en el ámbito de las operaciones corporativas, el concepto integra todos los elementos y detalles del cliente o de determinada persona en relación con hechos materiales que van más allá de lo públicamente mostrado, relevantes a los efectos que se buscan; o, en el ámbito de la negociación, el término hace referencia al conocimiento exacto de las expectativas e intereses en juego de la otra parte.
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	 (3) 

	En este ámbito, de carácter esencialmente jurídico, se sitúa la comprobación de los documentos identificativos o el bastanteo de los poderes empleados en actos o negocios realizados en representación de otra persona.
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	 (4) 

	Una Comisión de Senado de los Estados Unidos creada en 2001 destinada a estudiar el papel de la banca corresponsal de Estados Unidos en el blanqueo internacional de fondos (Role of U.S. Correspondent Banking in International Money Laundering) obtuvo alarmantes conclusiones sobre el riesgo que conllevaban los negocios de corresponsalía con determinados tipos de bancos extranjeros que carecían de supervisión o incluso de de localización física (shell banks) en los que la identificación de clientes era defectuosa o inexistente.
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	 (5) 

	En el mensaje asociado a la transferencia el campo del ordenante aparecía frecuentemente cumplimentado con «one of our customers» (uno de nuestros clientes), práctica ésta severamente recortada tras la Recomendación especial VII del GAFI.
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	 (6) 

	El GAFI ha servido de canalizador de esta visión homogeneizadora del contenido de la obligación.
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	 (7) 

	La identificación formal engloba, a su vez, el conocimiento de la forma jurídica del cliente, si se trata de una persona jurídica y la identificación de las personas físicas que tienen capacidad para obligarla o actuar en su nombre.
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	 (8) 

	Lo que incluye necesariamente algún tipo de datos sobre el sector de actividad del cliente, como condición para poder llevar a cabo cualquier análisis elemental sobre la consistencia de las operaciones en las que se materializa la relación de negocios.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	En la práctica y dada la diversidad de sujetos obligados, el concepto «establecimiento de relación de negocios» no tendrá un significado único. Dentro del ámbito de las instituciones financieras, en el que se origina, se refiere al nacimiento de una relación jurídica prolongada en el tiempo en cuyo marco se desarrollan operaciones y transacciones, en contraposición a aquellas operaciones o contratos que despliegan y agotan sus efectos en un momento puntual y que suelen materializarse en una única transacción.
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	 (10) 

	15.000 euros/USD o 3.000 euros/USD, en el caso de transferencias internacionales, conforme a la Recomendación Especial VII.
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	 (11) 

	La verificación y el uso de distintos tipos de datos o información se torna especialmente necesaria (y compleja) en aquellos países en los que no existe un documento oficial de identificación.
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	 (12) 

	El Glosario de las 40 Recomendaciones lo define como: «La persona natural que en último término tiene la propiedad o ejerce el control del cliente y/o la persona por cuya cuenta se realiza la transacción. Incluye también aquellas personas que ejercen en último término el control efectivo sobre una persona jurídica o estructura».
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	 (13) 

	Esta actividad, integrada dentro de la noción de due diligence, se regula en nuestra norma en los arts. 3.2 de la Ley y 5 del Reglamento, por lo que procede hacer una referencia a lo allí comentado.
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	Parágrafo 5 de la Nota Interpretativa a la Recomendación 5.


	 Ver Texto 
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	Parágrafos 6 y 7 de la Nota Interpretativa a la Recomendación 5


	 Ver Texto 




	 (16) 

	Parágrafos 1 a 3 de la Nota Interpretativa a la Recomendación 5.


	 Ver Texto 




	 (17) 

	«Debida diligencia con la clientela de los bancos», Comité de Supervisión Bancaria de Basilea. Octubre, 2001.
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	 (18) 

	El Grupo Wolfsberg es una asociación privada formada por un grupo de grandes bancos que desarrollan su actividad en un contexto internacional y que tratan de cubrir la mayor parte de la geografía mundial.


	 Ver Texto 




	 (19) 

	«Directrices Globales sobre Prevención del Blanqueo de Capitales para Banca Privada», The Wolfsberg Group. Mayo, 2002.


	 Ver Texto 




	 (20) 

	Apartado 1.2.1 del documento citado.


	 Ver Texto 




	 (21) 

	Parágrafo 24 del documento citado del Comité de Supervisión Bancaria de Basilea y 1.2 del documento del Grupo Wolbsberg citado.


	 Ver Texto 




	 (22) 

	Parágrafo 24 del documento citado.


	 Ver Texto 




	 (23) 

	«Guía Anti-lavado para instituciones de inversión colectiva». OICV-IOSCO. octubre, 2005. «Principios sobre identificación del cliente y la titularidad real para la industria de valores». OCIV-IOSCO, mayo, 2004.
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	 (24) 

	Apartado IV.B del documento citado.


	 Ver Texto 




	 (25) 

	Limitaciones que pueden afectar al número o al monto total de las transacciones realizadas en este período.


	 Ver Texto 




	 (26) 

	Cuentas abiertas en las empresas de servicios de inversión por parte de otras entidades financieras y a través de las cuáles se canalizan las inversiones de los clientes de estas últimas.


	 Ver Texto 




	 (27) 

	«Documento Guía sobre la lucha contra el lavado de dinero y el financiamiento del terrorismo» (Punto 28), IAIS, octubre, 2004.


	 Ver Texto 




	 (28) 

	El objetivo fue crear de esta forma un level playing field común que evite el riesgo de «competencia» entre las normativas de los Estados miembros hacia la laxitud en la transposición de los estándares.
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	 (29) 

	El representante, ya sea representación orgánica o voluntaria, habrá de ser identificado, no obstante, por el sujeto obligado en todo caso, para tener certeza de que es quien dice ser y de que tiene poder suficiente para obligar al representado.


	 Ver Texto 




	 (30) 

	Ver comentarios al art. 4 de la ley.


	 Ver Texto 




	 (31) 

	El beneficiario de una transferencia ordenada por nuestro cliente o el transportista en un crédito documentario son parte afectada por el negocio jurídico, tienen relevancia en el contrato. Sin embargo, no intervienen en la operación, frente al banco ordenante de la transferencia, siguiendo el ejemplo. No parece que tenga sentido que el banco del ordenante haya de solicitar y mantener actualizada la documentación identificativa de los beneficiarios de las transferencias de nuestros clientes.


	 Ver Texto 




	 (32) 

	La comprobación del documento fehaciente con fotografía del titular o recabar las escrituras de constitución de una persona jurídica son actividades que la norma obliga a realizar con carácter general.


	 Ver Texto 




	 (33) 

	De ahí que cuando la ley quiere apartarse de este concepto y llegar más allá lo menciona expresamente, como ocurre con el beneficiario de un seguro de vida (art. 3.3 de la ley y 4 in fine del Reglamento). De igual modo, la normativa tiene que establecer un régimen especial cuando aumenta el riesgo como consecuencia de la falta de presencia física a la hora de realizar la identificación (arts. 12 de la ley y 3.7 del Reglamento).


	 Ver Texto 




	 (34) 

	Establecimiento de la relación de negocio, de un lado, e intervención en una operación, de otro.


	 Ver Texto 




	 (35) 

	Arts. 3.1 y 4.2.a).


	 Ver Texto 




	 (36) 

	Ya sea por tratarse de alguna de las operaciones que la normativa entiende como de riesgo, ya se trate de alguno de los supuestos contemplados en las normas internas del propio sujeto obligado.


	 Ver Texto 




	 (37) 

	La visibilidad limitada del titular respecto de la mayor parte de la plantilla del blanco ha de realizarse, no obstante, de tal manera que no se prive a otros bancos que eventualmente puedan interactuar con este titular de conocer quién está detrás de esa operación, en una transferencia que se ordena, por ejemplo, con cargo a esa cuenta.


	 Ver Texto 








Artículo 4: Identificación del titular real 



Borrar


«1. Los sujetos obligados identificarán al titular real y adoptarán medidas adecuadas a fin de comprobar su identidad con carácter previo al establecimiento de relaciones de negocio o a la ejecución de cualesquiera operaciones.

2. A los efectos de la presente ley, se entenderá por titular real:

a) La persona o personas físicas por cuya cuenta se pretenda establecer una relación de negocios o intervenir en cualesquiera operaciones.

b) La persona o personas físicas que en último término posean o controlen, directa o indirectamente, un porcentaje superior al 25 por 100 del capital o de los derechos de voto de una persona jurídica, o que por otros medios ejerzan el control, directo o indirecto, de la gestión de una persona jurídica. Se exceptúan las sociedades que coticen en un mercado regulado de la Unión Europea o de países terceros equivalentes.

c) La persona o personas físicas que sean beneficiarias o controlen un porcentaje superior al 25 por 100 de los bienes de una persona o instrumento jurídico que administre o distribuya fondos, o, cuando los beneficiarios estén aún por designar, la categoría de personas en beneficio de la cual se ha creado o actúa principalmente la persona o instrumento jurídico.

3. Los sujetos obligados recabarán información de los clientes para determinar si éstos actúan por cuenta propia o de terceros. Cuando existan indicios o certeza de que los clientes no actúan por cuenta propia, los sujetos obligados recabarán la información precisa a fin de conocer la identidad de las personas por cuenta de las cuales actúan aquéllos.

4. Los sujetos obligados adoptarán medidas adecuadas al efecto de determinar la estructura accionarial o de control de las personas jurídicas.

Los sujetos obligados no establecerán o mantendrán relaciones de negocio con personas jurídicas cuya estructura accionarial o de control no haya podido determinarse. Si se trata de sociedades cuyas acciones estén representadas mediante títulos al portador se aplicará la prohibición anterior, salvo que el sujeto obligado determine por otros medios la estructura de propiedad o de control. Esta prohibición no será aplicable a la conversión de los títulos al portador en títulos nominativos o en anotaciones en cuenta.»



CONCORDANCIAS

• Art. 3.4 del Reglamento

• Arts. 8.1.c) de la III Directiva

• Recomendación 5.c) del GAFI

• Nota interpretativa de la Recomendación 5

• Directrices Globales de Wolfsberg sobre prevención del blanqueo para banca privada: puntos 1 a 4

• Diligencia debida con la clientela de los bancos. Parágrafos 20 a 52. Comité de Supervisores Bancarios de Basilea

• Principio 18. Criterio 4 de los Core Principles del Comité de Basilea.

• Principio 28.2.e) de Insurance Core Principles and Methodology de IAIS

• Apartado IV de Guía Antiblanqueo para instituciones de inversión colectiva

COMENTARIOS

I.  EL CONOCIMIENTO DEL TITULAR REAL EN LOS ESTÁNDARES INTERNACIONALES

1.  Las 40 Recomendaciones del GAFI

La experiencia en la detección de esquemas de blanqueo muestra la frecuencia con la que se utilizan personas interpuestas, físicas o jurídicas, al objeto de alejar la responsabilidad de las acciones y/o de camuflar la comunidad material de intereses. Este uso instrumental de personas físicas y -todavía más frecuente- jurídicas ha llevado a los reguladores a forzar a los sujetos obligados a desplegar acción para localizar casos en los que la titularidad formal y la material no coinciden, esto es, situaciones en las que tras el cliente puede hallarse otra persona a la que materialmente se derivan las consecuencias de los actos o negocios suscritos por el titular formal.

Las 40 Recomendaciones parten de la necesidad de que el sujeto obligado despliegue algún tipo de actividad en el sentido de tratar de localizar estas situaciones. No se formula como obligación de resultado sino de actividad  (1) .

En el caso de cliente persona física, las 40 Recomendaciones no establecen que la identificación del titular real haya de hacerse necesariamente al inicio de la relación de negocios, dado que la eventual presencia de una persona física titular real puede aparecer al inicio, si el cliente lo manifiesta, o bien en el curso de la relación de negocio, a partir de hechos que muestren que esta situación puede darse.

Las personas o estructuras  (2)  jurídicas tendrán por definición uno o varios titulares reales. No obstante, en casos en los que la propiedad está difuminada o muy repartida el grado de control será lógicamente más tenue, situación ésta en la que no resultará preceptiva la identificación del titular real  (3) . En el extremo opuesto se encontrarán las sociedades unipersonales o aquellas personas jurídicas cuyo control se ejerza en la práctica por una sola persona. En el medio, los distintos ordenamientos han establecido reglas tendentes a aclarar a los sujetos obligados cuando es precisa la identificación del titular real.

2.  Estándares en el ámbito bancario

Respecto de la titularidad real, se orienta a los bancos a entender las estructuras de propiedad o las situaciones más frecuentes en las que se corre el riesgo de existencia de otra u otras personas detrás del cliente formal y a proceder a la identificación de éstas  (4) .

Dado que el correcto conocimiento del cliente conlleva el del posible titular real, las situaciones que se describen en el documento de Basilea suelen coincidir con aquellas en las que resulta aconsejable aplicar una diligencia reforzada: trusts, nominees, vehículos corporativos, negocios presentados, utilización de cuentas de intermediarios profesionales, clientes no presentes o personas del medio político.

Los dos primeros casos se refieren al posible uso de trusts o negocios fiduciarios como mecanismos de interposición de otras personas. Lo mismo puede ocurrir en los casos en los que se utilice una sociedad para tratar de ocultar la titularidad de su propietario. En estos casos, el conocimiento de la estructura de propiedad se revela como una necesidad, especialmente si el banco desconoce los sucesivos cambios en la titularidad de la sociedad. El problema no es muy diferente en el caso de instrumentos jurídicos como los trusts o esquemas análogos, donde resultará preciso conocer a las personas que participan y los términos del acuerdo  (5) .

También se señalan problemas potenciales en la identificación del titular real en el caso de «negocios presentados», que no liberan al banco de su obligación de estar en disposición de obtener datos de la persona que introduce la relación acerca de la titularidad real del cliente, así como en los casos de cuentas abiertas por intermediarios profesionales. En este último supuesto, se distinguen dos situaciones: (i) la apertura de una única cuenta con subcuentas que pueden atribuirse a clientes del intermediario, en cuyo caso resulta obligatorio identificar a cada una de los cliente, y (ii) la apertura de una única cuenta con fondos de clientes que se mezclan, en las que no será necesario dirigir la identificación más allá del propio profesional cuando éste esté sujeto «a las mismas normas de debida diligencia con respecto a su base de clientes que el banco». Aún así, es conveniente que el banco se asegure del cumplimiento efectivo de éstas por parte del intermediario.

De forma similar el Grupo Wolfsberg establece las actividades a desarrollar orientadas a la determinación del titular real o titular beneficiario en el caso de banca privada  (6) .

3.  Estándares de conocimiento del titular real en instituciones de inversión colectiva y empresas de servicios de inversión

Dentro del conocimiento del inversor, IOSCO entiende que una parte a la que ha de presentarse atención son las situaciones en las que se utilicen entidades con estructuras complejas, en cuyo caso resultará necesario entender la estructura de propiedad y de control  (7) . No resultará necesario identificar al titular real en el caso de clientes que también sean instituciones de inversión colectiva, fondos o sociedades de inversión debidamente registradas, sujetas a supervisión y que también cuenten con programas de prevención del blanqueo.

En mercados de valores resulta frecuente la operativa a través de cuentas ómnibus, definidas como aquellas que abre una entidad financiera en la empresa de servicios de inversión para realizar transacciones por cuenta de sus clientes  (8) . La regla es que el cliente de la empresa de servicios de inversión es la entidad financiera titular de la cuenta y sobre ella habrá de ejercerse la diligencia y no sobre los clientes últimos que ejecutan las operaciones a través de la cuenta.

El grado de diligencia a aplicar por la empresa de servicios de inversión dependerá de las características de la entidad financiera titular de la cuenta. La localización geográfica de su negocio y la presencia de programas adecuados de supervisión serán factores determinantes de si la empresa de servicios de inversión debe aplicar una diligencia reducida o reforzada. Si la entidad financiera cliente está en el mismo país y, por tanto, debidamente supervisada y sujeta a las mismas reglas que la empresa de servicios de inversión, el riesgo es bajo  (9)  y el nivel de diligencia será reducido. En otros casos, el titular formal de la cuenta ómnibus es una entidad financiera en la que concurren elementos como estar domiciliada en algún territorio de riesgo, normalmente con un escaso o nulo grado de supervisión, o tratarse de una entidad que opera sin presencia física y sin formar parte de un grupo financiero sujeto a supervisión consolidada efectiva (shell bank) (10) , o una sucursal o filial operativa. Estas últimas situaciones requerirán la aplicación de un nivel de diligencia reforzado por parte de la empresa de servicios de inversión.

Más allá de las cuentas ómnibus, resulta preceptivo para la empresa de servicios de inversión proceder a la debida identificación cuando se aprecien elementos fácticos que denoten la presencia de una tercera persona que pueda ser titular real o beneficiario último de la cuenta de valores. Dos reglas complementan este punto. La primera es que la empresa de servicios de inversión vendrá obligada en todo caso a preguntar al cliente (titular formal) sobre la presencia o no de terceras personas, ya actúen como representantes o como titulares reales en el momento de inicio de la relación de negocios. La segunda es que la empresa de servicios de inversión debe entender la estructura jurídica y conocer las personas físicas que eventualmente controlen a sus clientes, especialmente en aquellos instrumentos o estructuras complejas o que presenten más riesgo.

4.  Estándares de conocimiento del cliente en el ámbito de la actividad aseguradora

También resultará preceptivo determinar si éste actúa por cuenta propia o de un tercero que, de existir, habría de identificarse igualmente. Si el cliente es una persona jurídica, la aseguradora habrá de adoptar medidas razonables que le permitan conocer la estructura de propiedad o de control de éste.

Junto al cliente, ha de identificarse al beneficiario o usufructuario del contrato de seguro. La identificación de éste podrá ser realizada con posterioridad al establecimiento de la relación de negocios, aunque en todo caso antes de que la aseguradora realice el pago o «en el momento en que el beneficiario tiene intención de hacer efectivos los derechos que ha adquirido en virtud de la póliza».

II.  LA IDENTIFICACIÓN DEL TITULAR REAL EN LA III DIRECTIVA

La Directiva define al «titular real» en su art. 3.6 de forma distinta según se trate de una persona física o jurídica.

En el caso de una sociedad, el titular real será la persona física que directa o indirectamente disponga de más de un 25% del porcentaje de propiedad, o bien que ejerza de hecho y por otras vías el control de aquélla. Si existiera algún titular real habrá de ser identificado. La regla no se aplica en los casos de sociedades cuyos títulos de propiedad negocien en mercados organizados y se sujeten a requisitos de publicidad de participaciones significativas, conforme a la normativa de la UE o requisitos equivalentes. Esta excepción resulta obvia e innecesaria cuando el Estado miembro haya excepcionado la obligación de identificación formal y material de estas sociedades, en uso del art. 11.2.a).

Cuando se trate de personas jurídicas sin forma societaria, fundaciones, trusts u otro tipo de estructuras sin personalidad jurídica, la regla del 25% se entiende referida al control, a la propiedad o a la eventual condición de beneficiario de ese porcentaje de los activos que administren o distribuyan.

Fuera de estos casos, no será preciso identificar en ninguno de los dos casos anteriores a los titulares reales o últimos cuya participación en la propiedad o en el control de la persona jurídica sea inferior a este porcentaje.

En el caso de personas físicas, la Directiva define al titular real como «... la persona física por cuenta de la cuál se lleve a cabo una transacción o actividad». Desde una consideración práctica, es preciso -como se verá seguidamente- determinar correctamente caso a caso qué posición ocupa cada persona en el esquema: titular real + cliente + representante del cliente.

III.  CONTENIDO DEL PRECEPTO

Dentro del precepto se integran dos tipos de cuestiones: el concepto de titular real (apartado 2), a los efectos de la Ley; y qué actividad ha de desplegar el sujeto obligado para conocer el titular real (apartados 1, 3 y 4).

1.  Concepto de titular real

Respecto a la primera cuestión, ha de tenerse en cuenta que el denominado «titular real»  (11)  es siempre una persona física, tal y como se indica en las tres letras del apartado 2.

La noción de titular real se opone a la de titular formal de la relación de negocios, que es aquella persona, física o jurídica, que aparece formalmente como cliente frente al sujeto obligado. De existir, el titular real será, por tanto, alguien distinto del cliente. En la mayoría de los casos, el cliente o titular formal será también titular real. Dicho de otro modo, no habrá otro titular de la relación de negocios o de la operación distinto de quien aparece formalmente en ella. La experiencia muestra, no obstante, que en esquemas de blanqueo resulta frecuente la utilización de testaferros o personas interpuestas (físicas o jurídicas), casos éstos en los que existe una separación entre la titularidad formal y la real.

Tampoco ha de confundirse el concepto de titular real con el de representado. Con cierta frecuencia los sujetos obligados acaban entendiendo que el cliente en las relaciones de negocio o en las operaciones es el representante  (12) . Esto conduce -erróneamente- a entender que el titular real es el representado. A esta conclusión podría llegarse en una interpretación literal de la letra a) del apartado 2 del precepto aislada de los estándares internacionales y de la propia Directiva  (13) , entendiendo como cliente al representante. Para llegar al titular real, si existe, ha de partirse del cliente (representado, en este caso) y no de su representante, tratando de localizar si eventualmente alguien puede hallarse detrás del cliente. El titular real no tiene por qué ser el representado  (14) , sino la persona física que controla al cliente, esto es, aquella para la que en último término derivan o se beneficia de las consecuencias materiales de la relación jurídica o de la operación.

En el caso de personas jurídicas la letra b) del precepto, siguiendo el esquema de la Directiva, entiende por titular real aquella persona física que controle un porcentaje mayor del 25% del capital o derechos de voto de la persona jurídica. Cuando no se alcanza este porcentaje, se parte de la presunción -tan discutible como necesaria- de que la propiedad está tan difuminada que nadie ejerce este control sobre la persona jurídica. Tampoco será obligatorio identificar a las personas físicas propietarias de un porcentaje superior al indicado en el caso de sociedades cuyos títulos representativos de su capital negocien en mercados organizados de la Unión Europea o de países terceros equivalentes  (15) .

En el caso de personas jurídicas sin forma societaria (fundaciones, trusts, comunidades u otras entidades jurídicas) la titularidad real y la consiguiente obligación de identificación vendrá determinada por la presencia de personas físicas que controlen o sean beneficiarias de una porción superior al 25% de sus bienes. Si los beneficiarios del instrumento jurídico o la entidad están aún por determinar, el titular real será la persona o personas en cuyo beneficio se ha diseñado el esquema.

En la práctica, el precepto obligará al sujeto obligado a contar con documentos que reflejen la estructura de propiedad del cliente persona jurídica, información que se halla en la escritura pública de constitución de esa persona jurídica que el sujeto obligado ha de recabar en todo caso para la identificación  (16) . En otros, sólo será posible obtener de los representantes o administradores la manifestación escrita sobre los propietarios que ejercen el control o poseen un porcentaje superior al umbral establecido y, según las operaciones que vaya realizando, ir actualizando esta información.

Siguiendo con la titularidad real en personas jurídicas, es preciso tener en cuenta que ésta no tiene por qué derivar tan solo de la existencia de titulares de capital o decisión superiores al 25%. También puede concurrir sobre una persona jurídica la forma de titularidad real prevista en la letra a) del apartado 2. Esto podrá ocurrir en aquel caso en el que las personas físicas con el control superior al 25% tienen un carácter meramente formal, pudiendo existir otra persona detrás que materialmente ejerce el control efectivo o se beneficia el último término de la actividad de la persona jurídica. Indicios de esta situación podrían concurrir sobre la persona jurídica en la misma medida que sobre la persona física  (17) . En estos casos, será compatible la identificación del titular real de la persona jurídica indicado en las letras b) y c) con otro posible titular previsto en la letra a).

2.  Actividad a desarrollar por el sujeto obligado

El contenido de la obligación es triple: (i) desplegar algún tipo de acción, inicial o en cualquier momento ante indicios, para determinar si existe un titular real en la relación de negocios o en la operación; (ii) si existe, recabar sus datos identificativos, que serán los mismos previstos para el cliente, y (iii) adoptar medidas adecuadas a fin de comprobar su identidad.

La actividad que el precepto obliga a realizar es la de requerir al cliente información respecto a si éste actúa por su cuenta o por cuenta de otro, conforme a lo indicado en el apartado 3  (18) . Esta información habrá de solicitarse con carácter previo al inicio de la relación de negocios, tal como se señala en el apartado 1. No obstante, también habrá de solicitarse la información al cliente e identificar al titular real cuando existan indicios o certeza de que éste no actúa por cuenta propia en el curso de la relación de negocios, conforme al inciso final del apartado 3.

La forma de realizar la identificación formal del titular real es análoga a la prevista para la identificación formal del cliente, esto es, a través de la solicitud de los datos identificativos del mismo. Pero el precepto dispone, además, que el sujeto obligado habrá de adoptar medidas adecuadas a fin de comprobar su identidad. La comprobación de la identidad pasa necesariamente por recabar copia de su documento de identidad, al objeto de verificar si los datos manifestados por el representante de la persona jurídica o por el cliente son ciertos. Todo ello ha de realizarse antes de establecer la relación de negocio o de ejecutar la operación, tal como señala el apartado 1  (19) .

Una vez identificado el titular real, no existe obligación de desarrollar de nuevo toda la batería de medidas de diligencia debida también sobre éste, en la medida que cliente y titular real son dos conceptos distintos, regulados en dos preceptos separados. La diligencia debida se predica del cliente y la identificación del titular real entra dentro del grupo de medidas que componen la diligencia debida a desarrollar respecto de un cliente. En consecuencia, no resulta preciso recabar información sobre la naturaleza de la actividad profesional o empresarial del titular real, en el caso de que exista, ni su verificación, acciones estas referidas al cliente y no al titular real.

3.  Prohibición de operar con personas jurídicas cuya estructura de control no pueda determinarse

A modo de cláusula de salvaguarda de lo previsto en el precepto, el apartado 4 prohíbe operar con personas jurídicas sobre las que no haya podido determinarse la estructura de propiedad o control, premisa esta necesaria para poder garantizar, en caso de existir, la debida identificación del titular real a la se hace referencia en el precepto.

Una de las figuras proscritas es la de la sociedad anónima cuyos títulos estén representados en acciones al portador en la que el sujeto obligado no haya podido determinar por otros medios la identificación de los eventuales titulares reales. Esta previsión legal afecta a lo dispuesto en el art. 9.g) de la Ley de Sociedades Anónimas, que contempla la posibilidad de que el capital se encuentre representado mediante acciones al portador. La prohibición supone una limitación en la capacidad de obrar de aquellas sociedades anónimas en las que no pueda (o no se quiera) determinar su estructura de propiedad. La limitación consiste en la imposibilidad de realizar actos o negocios jurídicos con estas sociedades distintos de la conversión de los títulos al portador en títulos nominativos o en anotaciones en cuenta.

Lo cierto es que esta forma de representar la propiedad de este tipo de sociedades presenta el riesgo de situaciones en las que los propietarios no sean conocidos, lo que sucede si de hecho no se ejercen los derechos políticos y económicos asociados a la acción. Aun siendo infrecuente, esta situación no deja de ser posible y esto ha llevado a la comunidad internacional a reconocer que las sociedades cuya estructura de propiedad se encuentra representada por títulos al portador presentan un riesgo potencial considerable de favorecer el anonimato.

Esta previsión del apartado 4 puede ser vista no sólo como una suerte de «cláusula de cierre» respecto del resto del contenido del precepto, sino como premisa de partida en la localización de la titularidad real de una persona jurídica. En efecto, tiene sentido considerar que la identificación del titular real en una persona jurídica sólo resulta viable si el sujeto obligado dispone ex ante de información que le permita determinar su estructura de propiedad o control. En caso contrario, difícilmente podrá señalarse con mínima precisión si existe o no un titular real. Esta valoración parte de la consideración de que debe determinarse, en primer lugar, la estructura de propiedad, para pasar después a indagar sobre su titularidad real.

4.  Alcance la obligación: en función del riesgo

Por último, resulta necesario señalar que el art. 7 prevé que esta obligación no tiene por qué cumplirse de forma uniforme o generalizada, sino que es una de aquellas cuyo grado de cumplimiento puede ajustarse el nivel de riesgo, marcado por el tipo de cliente y el tipo de operación a realizar. No resulta preciso, por tanto, establecer reglas específicas adicionales para realizar la identificación del titular real como prevé el precepto en todos los casos, sino en aquellos que presentan un riesgo mayor, a partir de las dos variables que establece el propio art. 7: el tipo de operación y el tipo de cliente.

Respecto de la identificación del titular real, parece lógico que el sujeto obligado decida aplicar alguno de los elementos que integran esta obligación en los casos de más riesgo. Así, por ejemplo, la comprobación de la identidad, exigida en el apartado 1 de este precepto, podría limitarse por el sujeto obligado a los casos de más riesgo previamente identificados y definidos por éste, en lugar de realizarlo de forma sistemática sobre todo cliente.

Se verá con más detalle esta previsión al comentar el art. 7.
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Artículo 5: Propósito o índole de la relación de negocio 




«Los sujetos obligados obtendrán información sobre el propósito e índole prevista de la relación de negocios. En particular, los sujetos obligados recabarán de sus clientes información a fin de conocer la naturaleza de su actividad profesional o empresarial y adoptarán medidas dirigidas a comprobar razonablemente la veracidad de dicha información.

Tales medidas consistirán en el establecimiento y aplicación de procedimientos de verificación de las actividades declaradas por los clientes. Dichos procedimientos tendrán en cuenta el diferente nivel de riesgo y se basarán en la obtención de los clientes de documentos que guarden relación con la actividad declarada o en la obtención de información sobre ella ajena al propio cliente.»
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COMENTARIOS

I.  ORIGEN Y SENTIDO

Como antes se comentó  (1) , la identificación pronto se extendió a partir de un concepto formal  (2)  al conocimiento del cliente o identificación material, de manera que el cumplimiento de la obligación de identificación, en su sentido amplio, requiere un cierto conocimiento del cliente que permita al sujeto obligado disponer de un mínimo de información para analizar eventualmente las operaciones que realice y valorar debidamente su nivel de riesgo.

En particular, la obtención de información sobre (i) el tipo de actividad del cliente y (ii) el propósito de la relación de negocios desde su inicio es esencial para llegar a formarse opinión sobre la lógica o justificación  (3)  de la operativa que éste realice. Así, difícilmente podrá apreciar el sujeto obligado la normalidad o no de la operativa respecto del tipo de cliente que la lleva a cabo si no se conoce la clase de actividad que éste desarrolla. El análisis de operaciones con elementos de riesgo es, a su vez, requisito esencial para poder cumplir debidamente con la obligación de comunicación, ya que sólo pueden comunicarse aquellas obligaciones previamente analizadas en las que no hayan podido descartarse los elementos de riesgo. Todo ello en una suerte de formulación y ejecución secuencial de las obligaciones de prevención del blanqueo  (4) .

En todo este proceso es, por tanto, indispensable contar con información de la persona con la que establece la relación de negocio o que realiza la operación desde el momento inicial, objetivo al que atiende el contenido de este precepto.

II.  ESTÁNDARES INTERNACIONALES

1.  Las 40 Recomendaciones del GAFI

Como parte del proceso de diligencia debida  (5) , el tercer párrafo de la Recomendación 5 se refiere a la necesidad de obtener información sobre el propósito o finalidad de la relación de negocios establecida (letra c), así como de su actividad empresarial o de negocio y, en su caso, del origen de los fondos (letra d), cuando esta variable sea relevante, lógicamente.

Téngase en cuenta que el texto de la Recomendación no obliga directamente a contar con un mínimo de información sobre el cliente, sino únicamente a asegurarse en el curso de la relación de negocios que: «Las transacciones realizadas sean coherentes con el conocimiento que la institución tenga del cliente y su perfil empresarial y de riesgo». Lo que ocurre es que para poder realizar una valoración de la coherencia es preciso contar con ese mínimo de información sobre el cliente.

Algunos sujetos obligados ya cuentan o suelen contar con esta información de sus clientes, como es el caso de las entidades de crédito, algo propio en su negocio. En el caso de entidades de crédito, la obtención de datos personales y profesionales del cliente no constituye en la mayor parte de los casos ningún plus respecto a la actividad que habitualmente realizan, ya que una buena estimación de riesgos del cliente  (6)  requiere la obtención previa de esta información. El coste regulatorio, en cambio, será sensiblemente mayor para los sujetos no bancarios, especialmente para aquellos en los que la obtención de estos datos no resulta necesaria para la actividad que desarrollan  (7) . La implantación y ejecución de estas medidas supondrá un cierto coste adicional en los servicios prestados.

2.  Estándares en el ámbito bancario

En línea con el planteamiento de las 40 Recomendaciones, el Comité de Basilea establece que el banco habrá de solicitar al cliente información sobre la finalidad y naturaleza de la relación de negocios deseada (8) . Para ello es preciso recabar información del cliente. El documento es algo más específico a la hora de determinar la cantidad de información personal que ha de solicitarse y que dependerá del riesgo que el cliente presente a la entidad de crédito, medido conforme a dos variables: el tipo de cliente y el tamaño previsto de la cuenta.

Si se trata de banca privada, el Grupo Wolfsberg  (9)  ha elaborado sus propias orientaciones sobre la información a obtener de los clientes en el proceso de identificación y debida diligencia, que en una buena parte de los casos resultan más exigentes para los bancos.

En las directrices de prevención del blanqueo elaboradas para banca privada  (10) , la premisa de partida es que: «El banco procurará aceptar sólo aquellos clientes cuyo origen de patrimonio y fondos puedan ser razonablemente establecidos como legítimos».

Junto al propósito y razones de la apertura de la cuenta, el documento es aún más ambicioso y señala otra información adicional a recabar por parte del banco en el proceso de conocimiento del cliente. Así, se incluirán datos sobre la «actividad esperada de la cuenta», así como el «origen del patrimonio (descripción de la actividad económica que ha generado el patrimonio)», o «referencias u otras fuentes que corroboren la información de la reputación cuando estén disponibles».

3.  Estándares de conocimiento del cliente en instituciones de inversión colectiva y empresas de servicios de inversión

IOSCO  (11)  parte del principio de responsabilidad de la institución de inversión colectiva o de la empresa de servicios de inversión respecto de la identificación del inversor, «al objeto de desarrollar un perfil de negocio y de riesgo que asegure que las transacciones son realizadas de forma consistente con dicho perfil (incluyendo, cuando sea necesario, el origen de los fondos de los clientes)». Para ello, es recomendable el establecimiento «de políticas claras y escritas para determinar los tipos de clientes y de actividades que vayan a ser considerados como de bajo o de alto riesgo». Sobre la base de estas políticas, la institución o la empresa de servicios de inversión deberá: «(i) obtener información relevante del cliente para poder establecer su perfil, (ii) clasificar al cliente y sus transacciones previstas como de riesgo bajo o alto».

El objetivo de recabar esta información es, por tanto, estar en disposición de asegurar que las operaciones realizadas por el cliente son consistentes con su perfil. Respecto a los datos o información a recabar para completar el perfil, el documento se refiere específicamente al uso de aquella información obtenida por las empresas de servicios de inversión que prestan servicios de asesoramiento personal, de cara a realizar ese análisis de coherencia que ha de asegurarse. En particular, señala específicamente el documento datos como el origen de los fondos, los ingresos anuales netos estimados, los objetivos de la inversión o la experiencia anterior del cliente con otras empresas de servicios de inversión.

4.  Estándares de conocimiento del cliente en el ámbito de la actividad aseguradora

Más allá de la identificación formal, IAIS  (12)  establece la necesidad de recopilar información sobre el cliente que le permita establecer un perfil de éste por parte de la aseguradora en el momento de establecer la relación de negocios. Dentro de esta información se encuentra lógicamente el propósito o finalidad esperada de la relación de negocios, así como datos sobre el cliente necesarios para desarrollar de alguna forma un perfil de éste, que incluya, en particular, «información pertinente, por ejemplo, detalles sobre el origen de los fondos, ingresos, empleo, situación familiar...». Este perfil posibilitará el ulterior seguimiento de las transacciones del cliente.

El documento de IAIS comentado facilita a las aseguradoras con todo grado de detalle algunos de los factores a tener en cuenta a la hora de crear un perfil de riesgo para cada cliente  (13) .

III.  CONTENIDO DEL PRECEPTO

1.  Qué información y para qué

El precepto establece, en primer lugar, la obligación de obtener información sobre dos tipos de cuestiones: (i) el propósito e índole prevista de la relación de negocios, (ii) la naturaleza de su actividad profesional o empresarial.

El propósito equivale a la finalidad, los objetivos o el uso que el cliente tiene previsto alcanzar a través de la relación de negocio. La obtención de esta información está pensada para relaciones de negocio marco, complejas y susceptibles de producir una pluralidad de objetivos o finalidades para las partes en un período de tiempo dilatado o indefinido. La apertura de una cuenta corriente en una entidad de crédito es seguramente el ejemplo arquetipo de esta relación, en la que tanto el banco como posiblemente el cliente desconocen aspectos como la cuantía de los fondos que se ingresarán o se transferirán, las operaciones que con base en esta relación se llevarán a cabo, siendo todos ellos elementos relevantes en la prevención del blanqueo que el banco ha de desarrollar. Es preciso disponer de modelos apropiados en los que basar y estandarizar la obtención de esta información y posterior conservación de la misma, tal y como exige el art. 25.

En otros tipos de relaciones de negocio distintas, el propósito o la índole variará muy poco respecto del concepto jurídico de causa del acto o negocio concreto que se realice, por lo que esta actividad pierde parte de su sentido y la información obtenida aportará poca utilidad. En términos prácticos, no parece que haya de recabarse ni conservarse por parte del sujeto obligado en estas operaciones información alguna distinta de la propia causa del negocio jurídico que se perfecciona, lo que no impide que éste haya de prestar atención a situaciones de simulación o fraude, en las que la causa o la finalidad puede ser diferente a la propia del acto o negocio que se realiza, de cara a la detección de elementos de riesgo y su posterior análisis.

El segundo tipo de información a recabar por el cliente es la relativa a la actividad profesional o empresarial que realiza. Dada la finalidad de la norma, ha de entenderse por naturaleza el ramo o sector de la actividad económica en el que se mueve la actividad del cliente. En el caso de una sociedad, la naturaleza de su actividad, a estos efectos, será aquella que resulte públicamente conocida por parte del sujeto obligado. Normalmente esta actividad coincidirá o será una parte de la actividad descrita dentro de su objeto social, en el caso frecuente de describirse objetos sociales omnicomprensivos. De no serlo, esa incoherencia -unida posiblemente a otros factores- puede constituir una situación que justifique el análisis de la operativa.

En el caso de una persona física, el alcance de naturaleza de su actividad parece que ha de ser algo mayor, en la medida que para alcanzar la finalidad pretendida es tan importante conocer el ramo o sector de actividad como la posición concreta que esa persona ocupa en la empresa o en el tipo de actividad que desarrolla.

Si se observan los textos internacionales de los que nuestra normativa trae causa, estos dos tipos de información tienen como finalidad el uso en el análisis y seguimiento de la operativa del cliente. El objetivo es poder disponer de elementos para valorar el grado de coherencia entre el perfil del cliente y el tipo de operativa. En este contexto, la opinión será más certera y estará mejor fundada cuanto (i) más abundante y precisa sea la información que se disponga del cliente en el momento del análisis, y (ii) más largo sea el período de referencia sobre el que se realiza. Es lógico que la valoración de la coherencia que considera la operativa realizada en un período dilatado de tiempo produzca mejores resultados que la realizada a partir de una única operación.

2.  Cuándo y de dónde

No señala el precepto expresamente en qué momento ha de solicitarse esa información. En el caso del «propósito e índole prevista de la relación de negocios» parece que la información ha de obtenerse antes o en el momento de iniciar la relación de negocio, y no después. La obtención de información sobre la naturaleza de la actividad debe obtenerse en todo caso antes de realizar operativa que precise análisis.

En efecto, ha de entenderse que el límite temporal para obtener la información es inmediatamente antes del momento de realizar el análisis de la operativa que presente elementos de riesgo; precisamente porque ése es el proceso en el que ha de integrarse la información recabada.

Respecto al origen de la información, el precepto establece que los sujetos obligados «recabarán de sus clientes» la información relativa la naturaleza de la actividad, a diferencia de la regulación contenida en los estándares internacionales que no obligan en ningún momento al sujeto obligado a obtener de sus clientes la información que puede obtener de otras fuentes externas o internas. Por ello parece más acertado interpretar «de sus clientes» como equivalente a «sobre sus clientes», de modo que el sujeto obligado no tendrá por qué preguntar necesariamente al cliente sobre la naturaleza de su actividad si ya dispone de ella a través de otras fuentes, lo que resulta más coherente con los estándares internacionales de los que nuestra norma trae causa.

La información sobre la naturaleza de la actividad podrá obtenerse, por tanto, del cliente, de terceros proveedores de información o de otros departamentos o unidades del mismo sujeto obligado. En bastantes casos el sujeto obligado ya dispone de información de la persona en operaciones o relaciones de negocio mantenidas previamente con esa persona. De ahí que resulte imprescindible el acceso del órgano interno de control a la totalidad de la información de la estructura del sujeto obligado.

Lo que sí resulta importante es disponer de algún tipo de medida para poder verificar la actividad del cliente, tal como exige el inciso final del precepto. La verificación se supone que surge de la manifestación del propio cliente. Las medidas aplicadas en el contraste entre la actividad manifestada y la información de terceros han de ser -como señala el artículo- razonables, esto es, no tienen por qué buscar la certeza absoluta en la fuente y contenido de la información, sino que basta con la presencia de datos sobre la actividad de otro origen. En todo caso, resulta obvia la necesidad de poder integrar información de terceros, ajena al propio cliente, dentro de este proceso de obtención y verificación de información.

3.  Alcance la obligación: obligación de actividad en función del riesgo

El art. 7 prevé que esta obligación no tiene por qué cumplirse de forma generalizada y para todos los casos, sino que es una de aquellas cuyo grado de cumplimiento puede ajustarse el nivel de riesgo, marcado por el tipo de cliente y el tipo de operación a realizar  (14) .

La identificación material no aparece formulada en términos de resultado. La conducta exigida por la norma es la de «recabar de sus clientes información a fin de...», conducta ésta planteada en términos de actividad: recabar y obtener del cliente información. El conocer la naturaleza de la actividad es la finalidad a la que se orienta la actividad desplegada a que obliga la norma y no su contenido. La formulación podría haber sido la de «conocer la actividad profesional o empresarial», en lugar de exigir la mera obtención de información.

La duda se plantea especialmente por la frase inmediatamente posterior, que obliga a adoptar «medidas dirigidas a comprobar razonablemente la veracidad de dicha información». A primera vista parece que la obligación no se cumple simplemente con recabar información del cliente, sino que es preciso verificar la información obtenida.

Interpretada en su conjunto y en el contexto de los estándares internacionales, la identificación material se configura como obligación de actividad, que no de resultado, en la que la acción a realizar es variable y puede ir más allá de la mera obtención de información del cliente sobre su profesión o actividad empresarial. La intensidad de ambas actividades (obtener información y verificar) habrán de modularse en función del riesgo que presente la situación, conforme a (i) la estimación de riesgos que cada sujeto confiera a los distintos sectores, y (ii) del tipo de operaciones que desarrolle posteriormente el sujeto.

El párrafo segundo del precepto orienta a los sujetos obligados sobre la actividad a desarrollar, consistente en la comprobación adicional en situaciones de más riesgo de otros documentos que guarden relación con la actividad declarada por el cliente, al objeto de apreciar o no su coherencia, o bien de obtener información adicional de fuentes externas al propio cliente.
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                Orden EHA/2444/2007, de 31 de julio, por la que se desarrolla el Reglamento de la Ley 19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales, aprobado por Real Decreto 925/1995, de 9 de junio, en relación con el informe de experto externo sobre los procedimientos y órganos de control interno y comunicación establecidos para prevenir el blanqueo de capitales

              



              		

                Orden EHA/114/2008, de 29 de enero, reguladora del cumplimiento de determinadas obligaciones de los notarios en el ámbito de la prevención del blanqueo de capitales

              



              		

                Resolución de 10 de septiembre de 2008, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la que se publica el Acuerdo de 14 de julio de 2008, de la Comisión de Prevención del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias, por el que se determinan las jurisdicciones que establecen requisitos equivalentes a los de la legislación española de prevención del blanqueo de capitales

              



              		

                Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 2005, relativa a la prevención de la utilización del sistema financiero para el blanqueo de capitales y para la financiación del terrorismo

              



              		

                Directiva 2006/70/CE de la Comisión, de 1 de agosto de 2006, por la que se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2005/60/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo relativo a la definición de personas del medio político y los criterios técnicos aplicables en los procedimientos simplificados de diligencia debida con respecto al cliente así como en lo que atañe a la exención por razones de actividad financiera ocasional o muy limitada

              



              		

                Las 40 Recomendaciones
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